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I.

SUMARIO:

Capítulo I

El sistema impositivo en España

JOAQUÍN ÁLVAREZ MARTÍNEZ

Catedrático de Derecho Financiero y Tributario
Universidad de Zaragoza

I. EL SISTEMA FISCAL ESPAÑOL: ORÍGENES Y EVOLUCIÓN. II. LA
REFORMA FISCAL DE 1977. A) Contenido y alcance de la reforma. B) Otros
aspectos de la reforma. III. EL SISTEMA IMPOSITIVO VIGENTE. A) La impo-
sición estatal. B) La imposición autonómica. C) La imposición local. D) Los regí-
menes especiales por razón del territorio. IV. LOS IMPUESTOS SOBRE LA
RENTA Y EL PATRIMONIO. A) La estructura y articulación interna de la
imposición sobre la renta. 1. Los impuestos generales sobre la renta. 2. El
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en la imposición sobre la renta.
3. Otras figuras que recaen sobre la renta. B) Estructura y articulación de la
imposición sobre el patrimonio. 1. El Impuesto sobre el Patrimonio: el Impuesto
temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas. 2. La imposición local y auto-
nómica sobre el patrimonio. C) Características del sistema y notas críticas. 1. Los
sujetos pasivos. 2. Las bases imponibles. 3. Los tipos de gravamen. 4. Las
deducciones en la base y en la cuota. V. LA IMPOSICIÓN SOBRE EL TRÁ-
FICO PATRIMONIAL Y EL CONSUMO. A) Consideraciones generales. B) El
Impuesto sobre el Valor Añadido. Interrelación con otros impuestos. C) El
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
Interrelación con otras figuras. D) Otras figuras tributarias.

EL SISTEMA FISCAL ESPAÑOL: ORÍGENES Y EVOLUCIÓN

Los orígenes de nuestro actual sistema tributario se remontan a mediados
del siglo XIX. En concreto, fue en la Ley de Presupuestos de 23 de mayo de
1845 cuando, siendo Ministro de Hacienda don Alejandro Mon, y situado al
frente de la reforma un prestigioso funcionario del Ministerio, don Ramón de
Santillán, se introduce en España un sistema tributario basado en la imposición
de producto que sujetaba a gravamen los principales factores de pro-
ducción que definían entonces la riqueza nacional (la riqueza inmobiliaria y el
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producto de la agricultura y el comercio), teniendo, asimismo, ya como mani-
festaciones de la imposición indirecta, el Impuesto sobre Consumos y la Renta
de Aduanas.

Dicho sistema se perfeccionaría por la Ley de 27 de marzo de 1900 —obra
de don Raimundo Fernández Villaverde— mediante la introducción de un
impuesto que gravaba la riqueza mobiliaria y en el que se incluían también las
rentas procedentes del trabajo personal y las de actividades empresariales, así
como los beneficios netos de las Sociedades. Del lado de la imposición indirecta,
se reestructuró el Impuesto sobre Consumos y aparecieron el Impuesto de
Timbre del Estado y el Impuesto sobre el Petróleo, Gas y Electricidad, intro-
duciéndose asimismo el Impuesto de Derechos Reales y Transmisiones de Bie-
nes. Tras ello, y hasta 1940, se abrió un periodo de transformaciones fiscales
conocido como la «Reforma silenciosa», cuya autoría se atribuye a Flores de
Lemus, funcionario al servicio de la Hacienda.

Durante todo este período el objetivo principal de los cambios fue, para la
imposición directa, el de personalizar las cargas fiscales —mediante un
impuesto sobre la renta y sobre el patrimonio— y dotarla de mayor progre-
sividad. Y, en relación con la imposición indirecta, la reforma del Impuesto
de Consumos.

En esta etapa histórica, las haciendas locales conocieron un importante
proceso de transformaciones, debiendo destacarse la reforma de Calvo Sotelo,
introduciéndose impuestos como el Arbitrio sobre el Incremento de Valor de
los Terrenos situados en el término municipal y el Arbitrio sobre Solares sin
Edificar, así como un conjunto de impuestos sobre consumos específicos (juegos
permitidos, casinos y otras sociedades de recreo y el Impuesto Municipal sobre
los Consumos de Gas y Electricidad para Alumbrado y Calefacción) y el esta-
blecimiento de recargos sobre contribuciones directas del Estado.

El siguiente hito en esta evolución fue la reforma de 1964, instante en el
que se produjo la racionalización del sistema impositivo mediante dos instru-
mentos jurídicos especialmente idóneos: de una parte, la promulgación de la
Ley General Tributaria (28 de diciembre de 1963); y, de otra, la apertura de un
período codificador de las leyes y reglamentos de cada figura impositiva que
abrió la Ley de Reforma del Sistema Tributario (Ley de 11 de junio de 1964).

Manual de Derecho Tributario. Parte Especial

52

El sistema impositivo quedó configurado, en 1964, con la siguiente estructura:

Impuestos directos: la Contribución Territorial Rústica y Pecuaria; la Contri-
bución Territorial Urbana; el Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo Per-
sonal; el Impuesto sobre las Rentas del Capital; el Impuesto sobre Actividades y
Beneficios Comerciales e Industriales; el Impuesto General sobre la Renta de las
Sociedades y Entidades Jurídicas; el Impuesto General sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas. Impuestos indirectos: el Impuesto General sobre Sucesiones,



II.

A)

Por su parte, la Ley 48/1966, de 23 de julio, sobre modificación parcial del
Régimen Local, entre otras reformas (como la que afectó a los tributos esta-
tales cedidos —esto es, la Contribución Urbana y la cuota de Licencia Fiscal del
Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e Industriales—), devol-
vió a los Municipios el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos
(«recreado» en 1964) e instauró el Impuesto sobre Circulación de Vehículos por
la Vía Pública.

LA REFORMA FISCAL DE 1977

CONTENIDO Y ALCANCE DE LA REFORMA

Se puede decir que en 1977 el conjunto de ciudadanos estaban dispuestos a
aceptar una reforma fiscal en profundidad, concibiéndose el sistema fiscal como
un instrumento de legitimación del nuevo Estado. De ello da muestra la
importancia que adquirió la Ley de Medidas Urgentes para la Reforma Fiscal de
1977, en la que se centraron los esfuerzos parlamentarios previos a la realización
de la Constitución de 1978.

Los grandes objetivos que pretendían alcanzarse con dicha reforma tributa-
ria fueron, de forma resumida, los siguientes:

Primero: la personalización de la imposición directa, y ello a través de un
Impuesto sobre la Renta y otro sobre el Patrimonio que actuase como comple-
mentario del primero y como factor de justa discriminación de las rentas patri-
moniales frente a las del trabajo personal.

Segundo: la subjetivación del sistema mediante la eliminación de los
impuestos reales y de producto, quedando estos englobados en los Impuestos
sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre Sociedades.

Tercero: el desdoblamiento y separación de los Impuestos sobre Sucesio-
nes y Donaciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados.

Cuarto: la armonización de la imposición indirecta con las exigencias deri-
vadas de la integración en la Comunidad Económica Europea, procediéndose, a
tal fin, a la implantación del Impuesto sobre el Valor Añadido y de las normas
del Arancel Aduanero Común. A ello se uniría la armonización de los Impuestos
Especiales y una cierta adaptación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados a las exigencias comunitarias.

Capítulo I. El sistema impositivo en España
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Trasmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados; el Impuesto Gene-
ral sobre el Tráfico de las Empresas; el Impuesto sobre el Lujo; los Impuestos
Especiales (alcohol, achicoria, azúcar, cerveza y bebidas refrescantes, petróleo y
uso del teléfono). La Renta de Aduanas. Monopolios fiscales: Loterías, Tabacos
y Petróleos.



B)

Quinto: La redefinición de la imposición local, la cual fue llevada a cabo por
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales de 28 de diciembre de 1988, norma
esta que puso colofón a un conjunto de medidas destinadas a paliar la deprimida
situación económica de nuestros Ayuntamientos.

Por otra parte, durante este período se afrontó también la reestructuración
de la Administración tributaria, la cual finalizaría con la creación, a finales del
año 1990, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

OTROS ASPECTOS DE LA REFORMA

Junto a los aspectos antes reseñados, y con posterioridad a 1977, el sistema
impositivo ha sido objeto de importantes y continuas modificaciones, a las que,
por razones evidentes, solo podemos hacer una breve referencia, agrupándolas
en las siguientes vertientes:

La primera deriva, necesariamente, de la inexcusable financiación
de las Haciendas territoriales distintas del Estado, cuya construcción
venía impuesta por la Constitución de 1978.

Por lo que se refiere a la imposición local, la Ley de las Haciendas Locales
de 1988 ha sido objeto de numerosas modificaciones. Al objeto de sistematizar
todas las reformas habidas, se aprobó el Texto refundido de la Ley de Haciendas
Locales por parte del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que es la
norma esencial vigente en la materia.

Respecto de la Hacienda de las Comunidades Autónomas, las normas claves
aparecen representadas por la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de
Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), reformada por la Ley
Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, así
como las Leyes de cesión de tributos a las diversas Comunidades Autónomas.

Dicha financiación se fundamenta en la cesión total o parcial de ciertos
impuestos estatales (comportando la cesión, en un buen número de casos,
competencias normativas sobre diversos aspectos de dichos impuestos) y en
la participación en ciertos fondos que se nutren con dotaciones en los Presu-
puestos Generales del Estado. Junto a lo anterior, las Comunidades Autóno-
mas pueden establecer, asimismo, impuestos propios, siempre que su hecho
imponible no coincida con alguno estatal o local, como se verá con detalle más
adelante.

La segunda vertiente deriva de las exigencias de la construcción de
la Unión Europea, la cual se centra, una vez alcanzados ciertos objetivos de
armonización en el campo de la imposición indirecta, hacia nuevas metas rela-
cionadas con los impuestos directos.
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III.

A)

B)

El tercer factor que ha incidido de manera importante en el sistema
hoy vigente ha sido la sucesiva introducción de nuevas y numerosas figu-
ras tributarias, de muy diverso contenido, a raíz de diversos aconteci-
mientos (crisis económica de 2008, guerra de Ucrania, etc.), circunstancia que ha
determinado, con carácter general, una elevación de las cargas fiscales que ha
venido a acentuarse, en fechas recientes, con la aparición de nuevas figuras impo-
sitivas.

EL SISTEMA IMPOSITIVO VIGENTE

LA IMPOSICIÓN ESTATAL

En el momento presente, el sistema impositivo estatal vigente en la actua-
lidad aparece configurado, principalmente, del modo que sigue:

LA IMPOSICIÓN AUTONÓMICA

Por lo que respecta a las Comunidades Autónomas, y según se verá con
detalle en el capítulo correspondiente, existen bastantes figuras impositivas
propias que tienen muy diversos objetos, tales como la riqueza rústica deficien-
temente explotada, la emanación de residuos contaminantes, la titularidad de
ciertos bienes inmuebles, el ejercicio de actividades comerciales en determi-
nados lugares, las estancias en alojamientos turísticos, etc.
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Impuestos directos: el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; el
Impuesto sobre Sociedades; el Impuesto sobre la Renta de No Residentes; el
Impuesto Complementario para garantizar un Mínimo Global de Imposición para
los Grupos Multinacionales y los Grupos Nacionales de Gran Magnitud; el
Impuesto sobre el Patrimonio; el Impuesto temporal de Solidaridad de las Gran-
des Fortunas; el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones; el Gravamen especial
sobre los premios de las loterías; el Impuesto sobre los Depósitos en las Entida-
des de Crédito; el Impuesto sobre el Margen de Intereses y Comisiones de
determinadas Entidades Financieras; el Impuesto sobre la producción de com-
bustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación de
energía nucleoeléctrica; el Impuesto sobre el almacenamiento de combustible
nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones centralizada. A ello cabría
añadir asimismo, aunque aparezca configurado bajo la denominación de presta-
ción patrimonial de carácter no tributario, el gravamen temporal sobre Entidades
de Crédito.

Impuestos indirectos: el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados; el Impuesto sobre el Valor Añadido; los Impuestos
Especiales; el Impuesto sobre las Primas de Seguro; los Tributos sobre el Juego;
el Impuesto sobre Transacciones Financieras; el Impuesto sobre Determinados
Servicios Digitales.



C)

D)

También hay que insistir en que, si bien no constituyen impuestos propios
de las Comunidades Autónomas, estas últimas tienen atribuidas ciertas com-
petencias normativas sobre determinados impuestos de titularidad estatal.

LA IMPOSICIÓN LOCAL

En lo que hace referencia a las Haciendas Locales, hay que distinguir entre
los municipios y las provincias.

En los Municipios existen cinco impuestos. Tres de establecimiento
obligatorio: el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Activida-
des Económicas y el Impuesto sobre vehículos de Tracción Mecánica; y dos de
establecimiento potestativo: el Impuesto sobre Construcciones, Instalacio-
nes y Obras y el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de
Naturaleza Urbana.

A estos dos últimos impuestos, y a través de una mención confusa recogida
en la Disposición Adicional primera del Texto refundido de la Ley de Haciendas
Locales, hay que añadir el Impuesto sobre gastos suntuarios, en su modalidad
de aprovechamientos de cotos de caza y pesca.

En cuanto a las Provincias, las mismas no poseen impuestos propios, salvo
el recargo que pueden establecer en el Impuesto sobre Actividades Económicas.

LOS REGÍMENES ESPECIALES POR RAZÓN DEL TERRITORIO

A lo ya señalado hasta el momento, debe añadirse que existen en España
diversos regímenes tributarios especiales, los cuales se aplican en ciertas partes
de su territorio. Dentro de los regímenes especiales deben distinguirse dos
categorías:

a) Por un lado, están los regímenes especiales en sentido estricto, cali-
ficativo que solo puede aplicarse a los regímenes forales existentes en Navarra
y en las Diputaciones del País Vasco.

Navarra, en virtud de la disposición adicional primera de la Constitución,
ostenta competencias normativas para establecer su propio régimen impositivo,
el cual sustituye, en aquel territorio, al sistema impositivo del Estado. Las dife-
rencias entre ambos sistemas fiscales, aunque son de cierta importancia, no los
hacen diferir en su estructura esencial.

En lo que respecta al territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco,
rige en el mismo el denominado Sistema de Concierto. Como consecuencia de
lo dispuesto en nuestra Constitución, los territorios forales de Álava, Guipúzcoa
y Vizcaya ostentan competencias fiscales similares a las de la Comunidad Foral
de Navarra.
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IV.

b) Por otro lado se encuentran los regímenes de Canarias, Ceuta y Meli-
lla, territorios que, si bien se rigen por el sistema tributario común, presentan
determinadas especialidades tributarias.

Las Islas Canarias tienen un régimen económico-fiscal especial, de larga
tradición, que se traduce en un conjunto de particularidades en algunos de los
tributos del Estado, principalmente los que gravan el consumo. Por otra parte,
hay que destacar la existencia de la llamada Zona Especial Canaria, como terri-
torio de ubicación de ciertas empresas que serán tratadas fiscalmente de modo
singular, todo ello con el propósito de impulsar el desarrollo económico y social
de las Islas. Asimismo, en Canarias se aplican, en sustitución de los impuestos
estatales sobre el consumo, el Impuesto General Indirecto Canario y el Arbitrio
sobre la Producción e Importación de Mercancías. También hay que señalar que
el gravamen por algunos de los Impuestos Especiales resulta atenuado.

En cuanto a las ciudades de Ceuta y Melilla, su sistema de impuestos indi-
rectos se asemeja en ciertos aspectos al Canario, siendo el más importante de
aquellos el denominado Impuesto sobre la Producción, Importaciones y Servi-
cios. Por lo demás, las cuotas derivadas de los impuestos comunes que se aplican
en estos territorios gozan de una bonificación de entre el 50 y 60 por 100.

LOS IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO

Como ya hemos señalado en su momento, la imposición sobre la renta y
el patrimonio que se introduce en nuestro ordenamiento a partir de 1977 ha
venido a suponer la creación de una serie de figuras impositivas hasta entonces
desconocidas, mientras que otras que ya existían fueron modificadas sustan-
cialmente.

Entre las primeras cabe mencionar los siguientes impuestos:

a) El Impuesto sobre el Patrimonio —denominado, en un principio, extraor-
dinario sobre el patrimonio de las personas físicas—, que estuvo vigente desde
1977 hasta 1991. En este último año, la Ley 19/1991, de 6 de junio, estableció
el denominado ya propiamente como Impuesto sobre el Patrimonio.

Este impuesto desapareció en la práctica, en cuanto a su exigencia efectiva,
durante algunos años, al establecer la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, una boni-
ficación general de la cuota del 100% y derogar la obligación de presentar la
correspondiente autoliquidación. Posteriormente, dicha exigencia fue restable-
cida, en principio, para los años 2011 y 2012, por el Real Decreto-Ley 13/2011,
pero su vigencia se ha ido prorrogando sucesivamente hasta el instante pre-
sente. Ahora bien, su exigibilidad y cuantía dependen de lo que, en cada caso,
establezcan las distintas Comunidades Autónomas, las cuales, en el ejercicio de
sus competencias normativas, han venido fijando amplias exenciones en este
punto.
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Al anterior Impuesto ha venido a unirse el Impuesto temporal de Solidaridad
de las Grandes Fortunas, cuya creación fue obra de la Ley 38/2022, de 27 de
diciembre, y que se configura como complementario del Impuesto sobre el
Patrimonio.

b) El Impuesto Especial sobre Bienes Inmuebles de Entidades no Residen-
tes, que fue creado por la Disposición adicional 6.ª de la Ley 18/1991, de 6 de
junio, reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, y que
actualmente se regula en la Ley del Impuesto sobre la renta de no residentes.

Dicho Impuesto fue modificado por la Ley 16/2012, de 27 de diciembre,
quedando sujetas a dicho gravamen, exclusivamente, las entidades residentes
en un país o territorio que tenga la consideración de paraíso fiscal.

c) Aunque de difícil catalogación, mediante la ya citada Ley 16/2012, vino a
establecerse, el Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito.

Este impuesto tiene como objeto evitar que aquellas Comunidades Autó-
nomas que habían creado un tributo propio semejante al estatal y lo hubiesen
hecho en una Ley aprobada con anterioridad a 1 de diciembre de 2012 pudiesen
aplicarlo en sus respectivos territorios, garantizando así la uniformidad entre
las mismas a la hora de gravar los referidos depósitos. A nuestro juicio, se trata
de un impuesto directo y de carácter real, en el que son sujetos pasivos las
propias entidades financieras y cuyo tipo de gravamen asciende al 0,03%,
habiéndose fijado una compensación para aquellas Comunidades Autónomas
que ya tenían establecido dicho tributo, además de la cesión a estas últimas de
una parte de la recaudación.

d) Junto a los anteriores, la ya mencionada Ley 38/2022 vino a implantar,
bajo la figura de las denominadas prestaciones patrimoniales de carácter no tri-
butario, determinados gravámenes temporales que someten a tributación a las
entidades de crédito y a aquellos que tengan la consideración de operadores
principales en el sector energético, de los cuales solo se mantiene vigente, en
la actualidad, el primero de ellos.

e) Por su parte, y junto a los anteriores, la Ley 7/2024, de 20 de diciembre,
ha venido a introducir, en nuestro ordenamiento tributario, dos nuevos impues-
tos: el primero de ellos, el ya mencionado“ el Impuesto Complementario para
garantizar un Mínimo Global de Imposición para los Grupos Multinacionales y
los Grupos Nacionales de Gran Magnitud cuyo importe neto de la cifra de negocios
sea, como mínimo, de 750 millones de euros en, al menos, dos de los cuatro períodos
impositivos inmediatamente anteriores; y el segundo, el también el Impuesto sobre
el Margen de Intereses y Comisiones de determinadas Entidades Financieras, que
pretende gravar, en principio con carácter temporal (ejercicios 2024 a 2026) el
referido margen positivo con tipos progresivos del 1 por cien al 7 por cien.”
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A)

1.

En cuanto al segundo grupo, deben incluirse en el mismo:

a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que se introdujo en
1978 y que se regula, en la actualidad, en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre,
la cual, a pesar de ser relativamente reciente, ya ha sufrido numerosas modifi-
caciones.

b) El Impuesto sobre Sociedades, establecido también en 1978, y que, como
hemos apuntado antes, se rige actualmente por la Ley 27/2014, de 27 de noviem-
bre.

c) El Impuesto sobre la Renta de los No Residentes, el cual nació bajo la
modalidad de la obligación real de contribuir en los Impuestos sobre la Renta y
sobre Sociedades, desgajándose como Impuesto con sustantividad propia por
medio de la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, y que se encuentra regulado hoy
en día en el Texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004,
de 5 de marzo, norma esta que ha sido, asimismo, objeto de algunas modifica-
ciones posteriores.

d) Finalmente, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones fue establecido
por la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, la cual ha sido modificada en numerosas
ocasiones, apareciendo configurado aquel como complementario del Impuesto
sobre la Renta y del Impuesto sobre el Patrimonio. Este impuesto nació, como
ya se ha señalado, como fruto de la escisión del que fuera un tributo complejo
denominado, durante muchos años, Impuesto sobre Sucesiones, Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Una vez enumerados los impuestos vigentes sobre la renta y el patrimonio,
tiene interés, en un capítulo introductorio como este, dar unas pinceladas sobre
la forma en que se articulan todos ellos hasta constituir, en mejor o peor medida,
un sistema.

LA ESTRUCTURA Y ARTICULACIÓN INTERNA DE LA IMPOSICIÓN
SOBRE LA RENTA

Los impuestos generales sobre la renta

El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se califica como un
impuesto único que grava la totalidad de rentas imputables a una persona física
(incluidas las ganancias y pérdidas patrimoniales). No obstante lo anterior, dicho
Impuesto mantiene en su seno una clara diferenciación de trato entre los
diferentes ingresos que integran la renta, los cuales se agrupan, a efectos de su
gravamen, en dos grandes categorías: la renta general, gravada a un tipo pro-
gresivo, y la renta del ahorro, gravada, en lo básico, a un tipo proporcional. A
ello debe añadirse el Gravamen Especial sobre los Premios de las Loterías, el
cual somete a tributación los premios de las loterías del Estado, Comunidades
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2.

Autónomas, Organización Nacional de Ciegos Españoles, Cruz Roja Española y
entidades análogas de carácter europeo.

Por su parte, el actual Impuesto sobre Sociedades se construye también
como un impuesto único, en cuya base imponible se integran todos los bene-
ficios y rendimientos de cualquier clase obtenidos por personas jurídicas, inclui-
dos los incrementos y disminuciones patrimoniales.

Con la finalidad de exponer la forma en que se articulan entre sí ambas figu-
ras, comenzaremos por advertir que el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas no absorbe la tributación de la renta que se obtenga exclusivamente por
las personas físicas, dejando al Impuesto de Sociedades la que fuese obtenida
por las personas jurídicas. Ello es así porque las rentas que se obtengan por las
sociedades civiles quedan sujetas a tributación en el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, siendo el Impuesto sobre Sociedades el que grava a las
restantes personas jurídicas, salvo en ciertos casos en el que se someten a tri-
butación entes que carecen de personalidad jurídica.

La imposición sobre la renta se completa con el Impuesto sobre la Renta de
los No Residentes, el cual sujeta a gravamen las rentas obtenidas en territorio
español por los no residentes, ya sean personas físicas o entidades jurídicas,
diferenciándose, en su tributación, dos modalidades distintas en función de que
hayan sido obtenidas, bien por medio de un establecimiento permanente situado
en dicho territorio, o bien sin establecimiento permanente. Por su parte, el
Gravamen Especial sobre los Premios de las Loterías fue establecido por la Ley
16/2012, de 27 de diciembre, en paralelo al Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas y al Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

Dicha figura grava con un tipo fijo del 20% los premios obtenidos en el
momento en que sean satisfechos con un mínimo exento de 40.000 euros siem-
pre que la cuantía del décimo, fracción o cupón de lotería, o de la apuesta efec-
tuada, sea de al menos 0,50 euros. El impuesto se exige por medio de una
retención —también del 20%— que tendrá carácter liberatorio de la obligación
de presentar la autoliquidación por el mismo, salvo que esta no se hubiese prac-
ticado.

El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en la imposición sobre
la renta

Como ya hemos indicado anteriormente, los tres impuestos básicos sobre
la renta (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre
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3.

Sociedades e Impuesto sobre la Renta de no Residentes) someten a tributación
los rendimientos e ingresos del contribuyente, así como las ganancias o pérdidas
de patrimonio.

Cuando un nuevo elemento patrimonial se adquiere a título gratuito —suce-
sorio, por donación inter vivos o en concepto de beneficiario de un seguro sobre
la vida— estamos ante un supuesto que el sistema impositivo podría, bien con-
siderar como un incremento patrimonial —y, en consecuencia, «renta» del
sujeto pasivo—, o bien optar por someterlo a tributación a través de un impuesto
de diferente naturaleza.

Esta segunda solución ha sido la adoptada por nuestro sistema fiscal,
que somete a gravamen las adquisiciones a título sucesorio, las que tengan lugar
inter vivos a título gratuito y algunas percepciones derivadas de contratos de
seguro sobre la vida en sede del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones,
siempre que, en cualquiera de los tres supuestos mencionados, los adquirentes
sean personas físicas. Por el contrario, las adquisiciones a título gratuito reali-
zadas por entidades jurídicas se sujetan bien al Impuesto sobre Sociedades, bien
al Impuesto sobre la Renta de no Residentes.

Otras figuras que recaen sobre la renta

También en el ámbito de la imposición local encontramos manifestaciones
de impuestos que configuran su hecho imponible sobre el objeto «obtención de
renta». Entre ellos destacaremos el Impuesto sobre Actividades Económicas y
el Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Natu-
raleza Urbana.

Se puede afirmar, no sin ciertas reservas, que el Impuesto sobre Activi-
dades Económicas circunscribe su ámbito al «rendimiento medio presunto»
que es consecuencia del «mero ejercicio de una actividad empresarial o profe-
sional». Por consiguiente, la superposición de esta figura con el gravamen de
los rendimientos empresariales y profesionales dentro del Impuesto sobre la
Renta o sobre Sociedades parece clara, siendo precisamente esta característica
lo que ha llevado a una parte de la doctrina a defender la necesidad de su supre-
sión, y ello por considerar que la regulación actual constituye un caso claro de
doble imposición.

Por su parte, las Corporaciones provinciales tienen establecido en su favor
un recargo sobre el IAE de hasta el 40 por 100 de las cuotas correspondientes
a dicho Impuesto que deban abonar los Ayuntamientos incluidos en su ámbito
territorial.

El otro impuesto local sobre la renta es el Impuesto Municipal sobre el
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (conocido
usualmente con el nombre de Impuesto municipal sobre Plusvalía), el cual
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1.

somete a tributación el incremento de valor del suelo urbano obtenido por los
titulares de derechos sobre el mismo. No cabe duda que este impuesto comparte
su ámbito u objeto con los incrementos y disminuciones de patrimonio que están
incluidos dentro del concepto de renta que manejan tanto el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas como el de Sociedades, sometiéndose a gravamen
en ambos casos las denominadas «plusvalías» procedentes de trasmisiones de
titularidad sobre el suelo urbano.

ESTRUCTURA Y ARTICULACIÓN DE LA IMPOSICIÓN SOBRE EL
PATRIMONIO

La estructura de la imposición estatal sobre el patrimonio resulta mucho
más sencilla que la existente sobre la renta.

El Impuesto sobre el Patrimonio: el Impuesto temporal de
Solidaridad de las Grandes Fortunas

Como ya hemos señalado, el Impuesto general sobre el Patrimonio no apa-
reció como tal en nuestro ordenamiento hasta la reforma de 1977, dejando fuera
de su ámbito a las personas jurídicas y limitando su campo de aplicación, en
exclusiva, a las personas físicas consideradas individualmente, regulación que
se ha mantenido en el actual Impuesto sobre el Patrimonio.

La justificación de esta figura ha venido amparándose tradicionalmente,
entre otras razones, en su función de control para la mejor gestión del
Impuesto sobre la Renta y del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, pues
resulta claro que la misma permite el conocimiento, por parte de la Adminis-
tración tributaria, del origen de determinados rendimientos que integran la
renta de las personas físicas y de los elementos que componen la masa heredi-
taria y el patrimonio preexistente en el caso del Impuesto sucesorio.

Junto al anterior, la ya citada Ley 38/2022 ha venido a crear, en principio con
vigencia temporal limitada, el Impuesto de Solidaridad de las Grandes For-
tunas, el cual se configura como complementario del Impuesto sobre el Patri-
monio —con el cual aquel guarda una evidente identidad—, sometiendo a gra-
vamen el mismo, conforme una escala progresiva, el patrimonio neto de las
personas físicas de cuantía superior a 3 millones de euros. Su articulación con
el Impuesto sobre el Patrimonio se efectúa permitiendo deducir la cuota efec-
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C)

tivamente pagada por este último Impuesto de la cuota resultante del Impuesto
sobre Grandes Fortunas.

La imposición local y autonómica sobre el patrimonio

En el ámbito de la imposición municipal sobre el patrimonio, existen dos
tributos que deben ser destacados: el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y
el que somete a gravamen los Vehículos de Tracción Mecánica.

Respecto del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, y dada la forma en la
que el legislador configura su hecho imponible —«titularidad de bienes inmue-
bles y derechos sobre los mismos»—, su naturaleza no puede ser otra que la de
un impuesto real sobre el patrimonio.

No obstante el reconocimiento generalizado de esta naturaleza, la forma en
que dicho impuesto se integra con la imposición estatal es paradójica, pues sola-
mente ha cobrado relieve su existencia en el seno de la imposición sobre la
renta, en la que, a la hora de regularse la tributación de los rendimientos pro-
cedentes de los bienes inmuebles, estén o no afectos a una actividad empresarial
o profesional, se le considera como gasto deducible de aquellos.

En lo referente al Impuesto sobre los Vehículos de Tracción Mecánica,
cabe señalar que el mismo no hace sino gravar determinados vehículos (turis-
mos, camiones, motocicletas, autobuses) como uno más de los muchos tributos
que inciden sobre esta manifestación de capacidad económica.

En cuanto a la imposición propia de las Comunidades Autónomas, sim-
plemente señalaremos que algunas de sus manifestaciones han tenido por objeto
la creación de impuestos patrimoniales sectoriales que han gravado la propiedad
inmueble en determinadas circunstancias, normalmente relacionadas con defec-
tuosos y escasos aprovechamientos por falta de una adecuada explotación de los
mismos, gravando la ocupación de la propiedad inmueble cuando su destino
tenga determinados efectos sobre el medio ambiente, etc.

CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA Y NOTAS CRÍTICAS

Sin pretensión de agotar un tema tan complejo, no podemos soslayar, en
este planteamiento preliminar, una sucinta enumeración de algunas cuestiones
esenciales que pueden ayudar a formar un juicio sobre el sistema de imposición
directa en su conjunto.

A estos efectos, realizaremos una serie de reflexiones siguiendo el hilo
argumental de los elementos esenciales de todo tributo y que, en su conjunto,
puede ahondar en una visión sintética que debe ser siempre irrenunciable en
todo conocimiento.
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1. Los sujetos pasivos

Una de las pretensiones de los sistemas fiscales modernos es lograr una
cierta dosis de neutralidad respecto de aquellas cuestiones en que la libre
decisión de los particulares no debe verse dirigida por la intervención del
Estado. Esta idea, propia de la Hacienda clásica, proclama que las leyes fiscales
deben establecer regímenes de tributación cuya incidencia en las alternativas
de los contribuyentes para organizar sus actividades económicas sea nula.

Ambas ideas se entrecruzan, en materia de sujetos pasivos, en lo concer-
niente al régimen aplicable al beneficio empresarial, ya se obtenga este direc-
tamente por personas físicas, ya bajo la forma societaria. A este fin, nuestro
sistema de imposición directa ha intentado regular de la forma más parecida
posible el Impuesto de Sociedades y la tributación del rendimiento neto proce-
dente del ejercicio de actividades económicas por las personas físicas.

Por otra parte, y por idéntica razón, tampoco deben existir, por causa de
matrimonio, presiones impositivas desiguales.

Toda la estructura de los sujetos pasivos de los impuestos directos sobre
las personas físicas quedó profundamente afectada tras la STC 45/1989, de 20
de febrero, en la que se declaró la inconstitucionalidad de determinados pre-
ceptos del IRPF en la redacción vigente en 1985. A raíz de aquella se introdu-
jeron importantes opciones para los contribuyentes en el IRPF y se estableció
la persona física individual como sujeto pasivo en el Impuesto sobre el Patri-
monio.

Por otra parte, solo razones recaudatorias pueden explicar ciertas distor-
siones que se aprecian dentro del Impuesto sobre la Renta y que discriminan
determinados tipos de rentas y regímenes económicos matrimoniales (p.e., el
tratamiento que reciben los rendimientos del trabajo en el régimen de ganan-
ciales, etc.), las cuales fueron, no obstante, declaradas ajustadas a la Constitu-
ción por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 14 de abril de 1994.

Por último, es necesario señalar, en relación a la cuestión que nos ocupa,
que la diferenciación que se efectúa, en sede del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, entre las distintas clases de renta —trabajo, capital, activida-
des económicas, ganancias de patrimonio, etc.— y su consiguiente inclusión en
alguna de las categorías contempladas en la Ley reguladora del mismo —a saber,
renta general y renta del ahorro—, comporta importantes diferencias de tribu-
tación para el contribuyente dependiendo de la calificación que corresponda a
sus diferentes ingresos.

Se introduce así un importante componente de diferenciación que, al menos,
desde la perspectiva de los principios constitucionales tributarios, no tiene una
clara fundamentación.
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2.

3.

4.

Las bases imponibles

La máxima aspiración de la reforma de 1977 en materia de bases imponibles
fue la de hacerlas flexibles, generales y reales, evitando el distanciamiento
entre el tributo y la verdadera riqueza que trata de convertir en su objeto. No
obstante esta tendencia inicial, se han venido introduciendo, con el paso del
tiempo, múltiples preceptos que distorsionan y alejan al impuesto de la realidad
a que se aplica.

Así, unas veces se han establecido presunciones sobre la existencia de ren-
tas o sobre su verdadero valor; en otras, se tiende, siempre que aparecen varios
valores en conflicto, a actuar sobre los valores más elevados y no sobre los que
resulten más coherentes con la situación concreta de que se trate; en no pocas
ocasiones, se impiden compensaciones de pérdidas con beneficios o se limitan
de forma no justificada los gastos o las deducciones; y en otras, finalmente, se
introducen sistemas de evaluación o de fijación de bases y cuotas, simplificados,
presuntivos y objetivos, cuyos resultados distan de coincidir con la realidad.

Los tipos de gravamen

Dado que mediante la variedad de tipos impositivos se pueden alcanzar
objetivos de política fiscal, o bien adaptar los diferentes impuestos a cada cir-
cunstancia personal o a capacidades contributivas diferentes, la utilización de
este instrumento ha llevado a una extremada proliferación de tarifas y
tipos en la casi totalidad de los impuestos directos.

Por otra parte, las tarifas progresivas se han generalizado y, con ellas, las
medidas limitadoras a sus efectos (índices de corrección, tipos medios, etc.).
Ello ha dado lugar a una importante complejidad técnica en la aplicación de los
impuestos directos, habiéndose procedido por ello a una simplificación en la
tarifa de algunos impuestos.

Cuestión distinta es la aparición —cada vez mas frecuente— de normas
autonómicas que vienen a modificar las tarifas del IRPF con una estricta finalidad
recaudatoria, las cuales, sin perjuicio de su constitucionalidad, introducen una
complejidad adicional en el conjunto del sistema.

Las deducciones en la base y en la cuota

Los elementos moduladores de la capacidad económica de los sujetos pasi-
vos que permiten la personalización y subjetivación de estos impuestos se han
reconducido casi íntegramente a un conjunto de deducciones en la base o en la
cuota (cuando no en ambas a la vez). Allí es donde las circunstancias personales,
familiares, aplicaciones de rentas a determinados fines o gastos, etc., encuen-
tran su acomodo y obtienen su reconocimiento en el ámbito tributario, gene-
rando, a su vez, importantes complejidades en la aplicación de las normas.

Capítulo I. El sistema impositivo en España

65



V.

A)

Nos referimos, principalmente, a las deducciones por familia, la protección
a determinadas formas de ahorro, etc., que se practican en el Impuesto sobre la
Renta y a los incentivos en el Impuesto sobre Sociedades. Es más, en cada
reforma de alguno de estos impuestos, el legislador suele reestructurar estas
deducciones o bonificaciones, suprimiendo unas, introduciendo otras nuevas, o
modificando su regulación.

A todo ello, debemos añadir las medidas dictadas, en uso de sus competen-
cias normativas, por las Comunidades Autónomas, las cuales vienen introdu-
ciendo constantes desgravaciones e incentivos en sede de ciertos impuestos,
introduciendo con ello un constante factor de inestabilidad legislativa. En algu-
nos casos, incluso, tales desgravaciones e incentivos han hecho desaparecer, en
la práctica, algún impuesto, como ha sucedido en algunas Comunidades Autó-
nomas con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en el caso de las tras-
misiones lucrativas directas (tanto por causa de muerte, como inter vivos).

LA IMPOSICIÓN SOBRE EL TRÁFICO PATRIMONIAL Y EL
CONSUMO

CONSIDERACIONES GENERALES

Sin entrar en cuestiones de concepto, entendemos aquí por imposición indi-
recta el conjunto de impuestos que gravan el consumo y el tráfico de bienes y
servicios, se produzca este tanto en el ámbito de una actividad empresarial como
entre particulares, y tanto en el mercado interior como en el mercado interna-
cional.

Aunque la imposición indirecta abarca una amplísima gama de manifesta-
ciones de capacidad económica que hace a dichos impuestos necesarios en el
conjunto del sistema tributario, la valoración que se ha realizado de los mismos
a lo largo de la historia ha sido diversa, si bien dicha imposición no es, hoy en
día, objeto de un fuerte rechazo.

En la actualidad, la referida imposición indirecta da cabida, principalmente,
a las siguientes figuras tributarias:

Por lo que se refiere a la imposición sobre el tráfico y consumo interior,
es el Impuesto sobre el Valor Añadido el que tiene alcance general y ocupa
un papel central en el sistema, aplicándose en el territorio peninsular y Baleares
y, con algunas diferencias de contenido y de nombre, en las islas Canarias. Su
regulación se encuentra armonizada a nivel de la UE, de modo que puede ser
considerado como el impuesto comunitario por antonomasia.

Igual evolución de adaptación a las normas comunitarias han sufrido los
Impuestos Especiales, cuyo objeto es gravar el consumo del alcohol y ciertas
bebidas alcohólicas, los hidrocarburos y derivados, las labores del tabaco y los
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cigarrillos electrónicos. A ellos se ha añadido el Impuesto Especial sobre Deter-
minados Medios de Transporte, todo ello sin mencionar otros impuestos, tam-
bién sobre el consumo, estatales o locales. Se completa este cuadro con el
Impuesto Especial sobre el Carbón, el Impuesto especial sobre Primas de Segu-
ros, el Impuesto Especial sobre la Electricidad y la Tasa sobre el Juego (que,
pese a su denominación, es un verdadero impuesto).

Por su parte, la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, vino a establecer nuevos
impuestos especiales de carácter ambiental orientados a servir de estímulo a la
mejora de nuestros niveles de eficiencia energética y asegurar una mejor ges-
tión de los recursos naturales. Estos impuestos son: el Impuesto sobre el Valor
de la Producción de la Energía Eléctrica, el Impuesto sobre la Producción de
Combustible Nuclear gastado y Residuos Radiactivos resultantes de la genera-
ción de energía nucleoeléctrica, el Impuesto sobre el Almacenamiento de Com-
bustible nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas y
el Canon por Utilización de las Aguas Continentales para la producción de ener-
gía eléctrica.

Junto a las anteriores, y como impuesto clave en el ámbito de la imposición
indirecta patria, se encuentra el Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados, el cual engloba, en su seno, tres
figuras de diverso alcance: las Transmisiones Patrimoniales Onerosas, las Ope-
raciones Societarias y el gravamen sobre los Actos Jurídicos Documentados.

Finalmente, y como cierre al cuadro de la imposición indirecta interior, debe
hacerse mención, como tributos de más reciente creación y que responden a la
búsqueda de nuevos nichos impositivos, por un lado, al Impuesto sobre Deter-
minados Servicios Digitales y, por otro, al Impuesto sobre Transacciones
Financieras.

En lo que concierne al primero, el mismo procede a gravar las prestaciones
de determinados servicios digitales en que exista intervención de usuarios
situados en territorio español. Por su parte, y en lo relativo al segundo, este
último somete a imposición, con independencia del lugar donde se produzca, la
adquisición a título oneroso de acciones representativas del capital social de
sociedades de nacionalidad española siempre que aquellas se encuentren some-
tidas a negociación en un mercado regulado y que el valor de capitalización bur-
sátil de la respectiva sociedad sea, a 1 de diciembre del año anterior a la adqui-
sición, superior a 1.000 millones de euros.

En cuanto a la imposición sobre el tráfico exterior, y como consecuencia
de nuestra integración en la Unión Europea, los impuestos de dicha naturaleza
anteriormente vigentes —los integrantes de la Renta de Aduanas— han sido
sustituidos por el Impuesto Aduanero de la Unión Europea, con lo que no
existe ningún tributo estatal ni de otro tipo que grave el referido tráfico. Es más,
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B)

cualquier gravamen que tuviese esta consideración, o la de una exacción de
efecto equivalente a un impuesto sobre el tráfico exterior, sería contrario a los
tratados comunitarios.

EL IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO. INTERRELACIÓN CON
OTROS IMPUESTOS

De modo sucinto, puede decirse que el Impuesto sobre el Valor Añadido
constituye un impuesto general sobre el tráfico y consumo de bienes y servicios
que somete a gravamen las siguientes operaciones:

a) Las entregas de bienes y las prestaciones de servicios realizadas, en el
ámbito de una actividad empresarial, en el interior del territorio español sujeto
al Impuesto (la Península y las Islas Baleares).

b) Las adquisiciones intracomunitarias de bienes, entendiendo por tales
aquellas en las cuales las mercancías tienen su origen en otro Estado de la Unión
Europea siendo recibidas por un empresario o profesional con residencia en el
territorio mencionado en el párrafo precedente.

c) Las importaciones de bienes realizadas por cualquier sujeto, entendién-
dose por tales la entrada de bienes en el susodicho territorio y destinados al
consumo interno.

Con estas breves ideas, y ya en lo que concierne a la relación del IVA con
otras figuras impositivas, conviene destacar lo siguiente:

1) El IVA es compatible con los Impuestos Especiales sobre fabricación o
matriculación.

2) El IVA, en su modalidad de gravamen sobre las importaciones, es asi-
mismo compatible con la exigencia del Arancel Aduanero Comunitario, aplicán-
dose ambos a cualquier operación de importación.

Sin perjuicio de lo anterior, la cuestión que suele ser el centro de mayor
conflictividad jurídica ha sido la relativa a la compatibilidad del IVA y del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Con la finalidad de analizar sus relaciones recíprocas, es preciso examinar
la estructura del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados, el cual encierra, dentro de sí, tres tributos diferentes:

a) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas inter vivos,
tributo que, en términos generales, grava el tráfico de bienes entre particulares.

b) El Impuesto sobre Operaciones Societarias, que grava, en principio, todas
las operaciones relativas a la alteración de la cifra del capital de las sociedades
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C)

D)

mercantiles, así como las operaciones que se realizan entre las sociedades y sus
socios.

c) Un impuesto complejo —el de Actos Jurídicos Documentados— que grava
la documentación de ciertos actos y negocios jurídicos, bien sea en efectos mer-
cantiles, bien en documentos formalizados administrativa o notarialmente.

Efectuadas estas indicaciones, podemos señalar que resultan compatibles
entre sí la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido y la tributación por los
conceptos de Operaciones Societarias y Actos Jurídicos Documentados, siendo
en cambio incompatible aquel Impuesto (el IVA) con la modalidad de Transmi-
siones Patrimoniales Onerosas, dado que, de no haberse declarado así, se pro-
duciría un claro ejemplo de doble imposición interna.

EL IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y
ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS. INTERRELACIÓN CON
OTRAS FIGURAS

En el apartado anterior hemos expuesto, de manera resumida, la articulación
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tales con el IVA, debiendo centrarnos ahora en esa misma labor en relación a
ciertos impuestos directos, así como en la estructuración entre las diversas
modalidades internas de aquel impuesto.

A estos efectos, el Texto Refundido de la Ley, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, establece la incompatibilidad entre las
modalidades que gravan las Transmisiones Patrimoniales Onerosas y las Ope-
raciones Societarias.

Por su parte, y en relación a la interconexión entre las modalidades de
Transmisiones Patrimoniales Onerosas y la de Actos Jurídicos Documentados,
la norma general es la de compatibilidad entre ambos conceptos (salvo en el caso
de documentos notariales).

Por lo que respecta a la coordinación entre esta figura y los impuestos direc-
tos, únicamente nos limitaremos a mencionar en estas líneas que existen mul-
titud de aspectos conexos, en especial en materia de valoración, entre este
Impuesto y los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre la Renta, sobre Sociedades
y sobre Sucesiones y Donaciones, así como en el de las calificaciones de todo
un conjunto de operaciones societarias, como pueden ser las fusiones, escisio-
nes, etc.

OTRAS FIGURAS TRIBUTARIAS

El marco global de la imposición indirecta no se cierra con las figuras hasta
ahora mencionadas, pues existen otras, de carácter municipal, que también
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deben ser recordadas en este lugar. Se trata, en concreto, del Impuesto sobre
Construcciones, Instalaciones y Obras y del Impuesto sobre Gastos Sun-
tuarios en su modalidad de aprovechamiento de cotos de caza y pesca.

El Impuesto de Construcciones, Instalaciones y Obras se configura sobre la
cifra de operaciones de las empresas sujetas al mismo, lo que ha llevado a que
algunas opiniones lo considerasen semejante a un impuesto sobre el volumen
de negocios y a plantear su posible incompatibilidad con el Tratado de la Unión
Europea, posibilidad que ha sido finalmente desechada.

El Impuesto sobre Gastos Suntuarios en su modalidad de aprovechamientos
de cotos de caza y pesca, dado que grava el disfrute o aprovechamiento de estas
últimas actividades y no la titularidad o propiedad del respectivo coto, tiene un
indudable carácter de impuesto sobre consumos suntuarios, y no de impuesto
patrimonial.

Por último, nos limitaremos a advertir que también en el seno de la impo-
sición propia de las Comunidades Autónomas existen algunas figuras tributarias
que tienen la naturaleza de impuestos indirectos.
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b)

c)

d)

III.

A)

Tratados bilaterales, que, regulando materias distintas, contienen dis-
posiciones que afectan al IRPF

Tratados multilaterales en los que España sea parte

Tratados con organismos internacionales

EL HECHO IMPONIBLE

CONCEPTO

El hecho imponible está constituido por la obtención de renta por el contribu-
yente durante un determinado período impositivo.

La renta puede provenir de una de las cinco fuentes de renta previstas por
el legislador —art. 6.2 LIRPF—: a) rendimientos del trabajo, b) rendimientos del
capital, c) rendimientos de actividades económicas, d) ganancias y pérdidas patri-
moniales, y e) Imputaciones de renta.

Esta enumeración de las fuentes de renta sujetas a gravamen requiere
alguna aclaración.
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Ejemplo de ellos son los Convenios firmados por España con la
mayoría de todos los países de la Unión Europea, así como con la
antigua URSS, Noruega, Suiza, Marruecos, Túnez, Canadá, Estados
Unidos, México, Ecuador, Brasil, Argentina, Japón, China, Corea del
Sur, Filipinas, India, Australia, Colombia, Arabia Saudí, Malasia, Sud-
áfrica... y otros muchos. En líneas generales, estos Convenios siguen
las pautas marcadas por los modelos de la OCDE de 1963 y 1977,
que, desde 1992, se actualizan periódicamente, incorporándose estas
actualizaciones en los Convenios más recientes, así como algunas
cláusulas que favorecen a los países en desarrollo en otros Convenios
que siguen las pautas del Modelo de la ONU de 1980.

Un ejemplo típico de éstos lo ofrece el Tratado de Amistad y Coo-
peración con Estados Unidos o el Acuerdo entre el Estado español y
la Santa Sede sobre asuntos económicos.

Piénsese en los beneficios e inmunidad fiscal de que gozan en terri-
torios de los Estados miembros los altos funcionarios de organiza-
ciones internacionales de las que España es miembro: ONU, OIT,
FAO, FMI, etc., o en las exenciones reconocidas a miembros de los
Cuerpos Diplomáticos por los Convenios de Viena sobre relaciones
diplomáticas y sobre relaciones consulares, a los que España ha
prestado también su adhesión.

Es el caso de todos aquellos Tratados en los que se acuerda el establecimiento
de la sede de un organismo internacional en nuestro territorio —tal como ocurre,
por ejemplo, con la Organización Mundial del Turismo—, lo que lleva aparejada
la aplicación a sus funcionarios de un régimen tributario especial, y muy frecuen-
temente su equiparación al personal diplomático.



a) Se gravan tanto las rentas dinerarias como las rentas en especie, es
decir, el valor atribuido a la utilización, consumo u obtención, para fines parti-
culares, de bienes, derechos o servicios obtenidos de forma gratuita o por precio
notoriamente inferior al de mercado. Estas rentas son objeto de cuantificación,
de acuerdo con criterios establecidos por el legislador y por el Reglamento del
IRPF.

b) Se gravan también las denominadas rentas presuntas (art. 6.5 LIRPF).
Es lo que ocurre con las prestaciones de bienes, derechos o servicios suscep-
tibles de generar rendimientos del trabajo o del capital. El legislador presume
que estas prestaciones son retribuidas, de forma que, salvo prueba en contrario,
el contribuyente que haya realizado un trabajo para otra persona, le haya pres-
tado un servicio o le haya cedido determinados bienes, deberá computar como
renta la cantidad que proceda en aplicación de los criterios que marca el propio
legislador. Estamos ante una presunción iuris tantum que, por tanto, admite
prueba en contrario, mediante la que el contribuyente afectado podrá probar la
gratuidad de la operación.

c) También se sujetan a tributación las denominadas rentas imputadas. Se
trata de rentas que no se han percibido efectivamente, pero que el legislador,
mediante una auténtica fictio iuris, reputa como obtenidas. Cuatro son los
supuestos previstos: rentas inmobiliarias (art. 85 LIRPF), rentas en régimen de
transparencia fiscal internacional (art. 91 LIRPF), rentas por la cesión de dere-
chos de imagen (art. 92 LIRPF) y rentas imputadas a los socios o partícipes de
instituciones de inversión colectiva constituidas en países o territorios consi-
derados como paraísos fiscales (art. 95 LIRPF).

d) No se sujetan al IRPF las rentas gravadas por el Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones (art. 6.4 LIRPF).

e) El IRPF grava la denominada renta mundial del contribuyente. Así, el
residente en España, sujeto al Impuesto, deberá tributar por todas las rentas
que perciba, abstracción hecha de que las perciba fuera de España y de que el
pagador de las mismas tampoco resida en España. Sin perjuicio de que, como
veremos, existan previsiones para que no se tribute doblemente por una misma
renta.

f) Las rentas sujetas a tributación pueden incluirse bien en la llamada renta
general bien en la renta del ahorro.

Analizaremos cómo la inclusión de las rentas en una u otra categoría tiene
importantes consecuencias, de entre las que destaca una: la renta general se
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Es el caso del televisor entregado por una entidad bancaria por efectuar un depó-
sito a plazo o el viaje facilitado por una compañía de seguros a quien suscriba
determinadas pólizas.



sujeta a un tipo de gravamen progresivo, mientras la renta del ahorro tributa
por unos tipos sensiblemente menores y con una progresividad sensiblemente
inferior.

Ha de tenerse en cuenta que, dada la obligada aplicación de la jurispru-
dencia comunitaria, especialmente la recaída en el ámbito del IVA, ello tiene
repercusiones obligadas en el IRPF. Así lo señaló la STS de 19 de febrero de
2018 (rec. 192/2016. Ponente: J. Huelin), en relación con ventas ocultas (no
contabilizadas ni declaradas) que tienen su origen en compras ocultas (no con-
tabilizadas ni declaradas).
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Es el caso de unas liquidaciones, que se giraron tomando en consideración para
la determinación de la base imponible del IRPF el importe bruto de aquellas ven-
tas ocultas. Como indica el Tribunal, las liquidaciones deben ser corregidas en
cuanto para determinar las ganancias sometidas al IRPF, derivadas de las ventas
ocultas, no se dedujo el importe correspondiente a las cuotas del IVA, que con-
forme a la doctrina del TJUE ha de entenderse incluido en el montante de la
operación. Lo mismo vale para la base sobre la que se determina la cuantía de las
multas por la comisión de infracciones tributarias en relación con el IRPF. En
conclusión, deben practicarse nuevas liquidaciones y sanciones que tengan en
cuenta que el precio convenido por las partes para las operaciones contempladas,
en las que no se hace mención del IVA devengado, incluye dicho impuesto.

El razonamiento del Tribunal es claro: «Para la determinación de la base impo-
nible del IVA ha de considerarse incluido dicho impuesto en el precio pactado
cuando concurran las siguientes circunstancias: (i) las partes establecen el precio
de un bien sin ninguna mención al IVA; (ii) el vendedor de dicho bien es el sujeto
pasivo del impuesto devengado por la operación gravada; y (iii) dicho vendedor
carece de la posibilidad de recuperar del adquirente el IVA reclamado por la
Administración Tributaria». De acuerdo con ello, indica el TS, que «entender
implícito en el precio convenido por las partes que contratan un impuesto que no
solamente no se menciona en la compraventa sino que, incluso, quieren ignorar
y ocultar a la Administración, resulta contrario al principio de la autonomía de la
voluntad y a la lógica de las presunciones». Sin embargo «... la interpretación del
78.Uno LIVA, ex jurisprudencia del TJUE, ha de incidir de manera indirecta o
como consecuencia necesaria en la determinación de la base imponible del IRPF
y, en su caso, en las sanciones que se impongan... En efecto, conforme al artículo
6.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, constituye el hecho imponible del impuesto la obtención de
renta por el contribuyente, de la que no forma parte el IVA que éste último puede
repercutir a sus clientes. No puede admitirse que, no siendo el IVA un ingreso
que integre la renta de las personas físicas, la determinación de ésta a efectos del
IRPF se haga, sin tener en cuenta el Derecho de la Unión Europea, con una base
imponible por el impuesto indirecto diferente a la que debe prevalecer en la propia
liquidación de éste... En otros términos, el precio de las compraventas contem-
pladas no puede ser distinto: con IVA incluido para las liquidaciones de este
impuesto; y sin IVA incluido para las liquidaciones del IRPF y las sanciones deri-
vadas» (FD sexto).



B) RENTAS EXENTAS

El artículo 7 LIRPF enumera las rentas exentas de gravamen en el IRPF.
Enumeración que no tiene carácter ejemplificativo, sino que es de carácter
cerrado, con pretensiones de exhaustividad. Pretensiones que, sin embargo, no
se ajustan a la realidad, toda vez que existen otros supuestos de rentas exentas,
tipificados tanto por la propia Ley del Impuesto, como por otras Leyes.

Las rentas exentas son las siguientes:

a) Prestaciones públicas extraordinarias por actos de terrorismo y pensiones
derivadas de medallas y condecoraciones concedidas por actos de terrorismo.

La exención se limita exclusivamente a cantidades entregadas por entidades
públicas, sujetándose a gravamen las ayudas que, por los mismos actos, puedan
concederse por entidades privadas, Fundaciones o entidades similares.
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Así, por ejemplo, la DA 51.ª de la LIR establece la exención de las cantidades
percibidas por los familiares de las víctimas del accidente del vuelo GWI9525,
acaecido el 24 de marzo de 2015, en concepto de responsabilidad civil, así como
las ayudas voluntarias satisfechas a aquéllos por la compañía aérea afectada o por
una entidad vinculada a esta última.

También estarán exentas las cantidades satisfechas entre el 29 de octubre de
2024 y el 31 de diciembre de 2024 con carácter extraordinario por los emplea-
dores a sus empleados y/o familiares que vayan destinadas a sufragar los daños
personales y daños materiales en vivienda, enseres y vehículos que hayan
sufrido los empleados y/o sus familiares con ocasión de la Depresión Aislada
en Niveles Altos (DANA) acaecida en 2024. (D.A. 3.ª Ley 7/2024).

Del mismo modo, están exentas las ayudas percibidas para la reparación de los
daños sufridos en elementos patrimoniales como para compensar el desalojo
temporal o definitivo de la vivienda habitual del contribuyente o del
local en el que el titular de la actividad económica ejerciera la misma como con-
secuencia de los daños causados por dicha (DANA) (Art. 3 RD-Ley 6/2024). Al
igual que las ayudas percibidas por empresarios o profesionales por idéntico
motivo, las concedidas con motivo del fallecimiento o incapacidad causados por
la DANA o aquellas destinadas a paliar los daños materiales en vivienda y enseres,
y establecimientos industriales, mercantiles y de servicios.

Están exentas no sólo las prestaciones públicas extraordinarias que reciban los
damnificados o sus familiares por actos de terrorismo, sino también aquellas pen-
siones anejas a la imposición de medallas o condecoraciones que tengan su causa
en esos mismos actos.

A los efectos de esta exención, las indemnizaciones reguladas en la Ley 32/1999,
de 8 de octubre, de Solidaridad con las Víctimas del Terrorismo, se considerarán
prestaciones públicas extraordinarias por actos de terrorismo, quedando exone-
radas de gravamen.



b) Ayudas de cualquier clase percibidas por los afectados por el virus de inmu-
nodeficiencia humana, reguladas en el Real Decreto Ley 9/1993, de 28 de mayo.

c) Pensiones reconocidas a favor de aquellas personas que sufrieron lesiones o
mutilaciones con ocasión o como consecuencia de la Guerra Civil 1936/1939 ya
sea por el régimen de Clases Pasivas del Estado o al amparo de la legislación especial
dictada al efecto.

d) Indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños per-
sonales, en la cuantía legal o judicialmente reconocida.

Deben entenderse incluidas en el ámbito de la exención las indemnizaciones
por daños morales —derecho al honor o a la intimidad, al buen nombre o a la
imagen, etc.—, en la medida en que también son personales.

La Ley limita la exención a las cantidades fijadas por precepto legal o mediante
acuerdo judicial, con el fin de obviar posibles maniobras torticeras de quienes
pretendan acogerse a la exención. Pese a ello, cabe entender —y así lo ha hecho
la Administración— como cuantía judicialmente reconocida toda cantidad que se
abone en el curso de un procedimiento seguido ante la autoridad judicial, pese
a que no haya terminado mediante sentencia. Es el caso de los actos de conci-
liación y transacción judicial, supuesto en el que, en definitiva, interviene el juez.

También estarán exentas las indemnizaciones como consecuencia de res-
ponsabilidad civil por daños físicos o psíquicos, satisfechos por la entidad ase-
guradora del causante del daño no previstas en el primer párrafo del apartado
d), cuando deriven de un acuerdo de mediación o de cualquier otro medio adecuado
de solución de controversias legalmente establecido, siempre que en la obtención del
acuerdo por ese medio haya intervenido un tercero neutral y el acuerdo se haya
elevado a escritura pública, hasta la cuantía que resulte de aplicar, para el daño
sufrido, el sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las per-
sonas en accidentes de circulación, incorporado como anexo en el texto refundido
de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a
motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre

Igualmente estarán exentas las indemnizaciones por daños personales
derivadas de contratos de seguro de accidentes, salvo aquellos cuyas pri-
mas hubieran podido reducir la base imponible o ser consideradas gasto dedu-
cible por aplicación de la regla 1.ª del apartado 2 del art. 30 LIRPF. Con el límite
de la cuantía que resulte de aplicar, para el daño sufrido, el sistema de valoración
de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación
—cfr. Anexo del Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre—.
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También, por lo que se refiere a la cuantía legal, en los casos de responsa-
bilidad patrimonial de la Administración Pública cabe entender que,
cuando se llegue a un acuerdo indemnizatorio que ponga término al procedimiento,
la cuantía acordada estará exenta.

La exención en IRPF de las indemnizaciones alcanza a los intereses indem-
nizatorios generados cuando se retrasa su pago.

e) Indemnizaciones por despido o cese del trabajador en la cuantía establecida
con carácter obligatorio en el Estatuto de los Trabajadores, en su normativa de
desarrollo o, en su caso, en la normativa reguladora de la ejecución de sentencias,
sin que pueda considerarse como tal la establecida en virtud de convenio, pacto o
contrato.

Esta exención requiere la concurrencia de varios requisitos:

1) Que se abone con motivo de cese o despido del trabajador.

2) Que la indemnización percibida se abone obligatoriamente por exi-
gencias de la normativa vigente.

En determinados casos, sin embargo, el límite de la indemnización que
queda exento no se corresponde necesariamente con el que fija la normativa
laboral para el tipo concreto de extinción, sino que viene referido al que le
corresponde al despido improcedente. Así, tanto en los casos de despidos colec-
tivos —art. 51 ET— como en aquellos en los que la extinción afecte a un número
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Aunque las cuantías indemnizatorias que se recogen en el sistema para la valo-
ración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circu-
lación quedan automáticamente actualizadas en el porcentaje del índice general
de precios al consumo correspondiente al año natural inmediatamente anterior,
anualmente la Administración las publica en una resolución.

La Dirección General de Tributos —Consulta Vinculante V2395-18, de 5 de sep-
tiembre de 2018— ha modificado el criterio que venía manteniendo, adecuándolo
al mantenido por el TEAC, que considera que cuando los intereses responden al
retraso en el pago de una indemnización exenta siguen la misma suerte que ésta.
Por ello, la exención de las indemnizaciones de responsabilidad civil por daños
personales incluye también a los intereses que responden al retraso en el pago,
en la medida en que estos son de naturaleza indemnizatoria por la mora del ase-
gurador, aun no teniendo encaje en el mismo concepto que la indemnización por
daños personales.

De ello se derivan dos consecuencias. En primer lugar, si no hay obligación de
indemnizar y pese a ello se recibe una indemnización, ésta estará sujeta al
impuesto. En segundo lugar, estarán sujetas al Impuesto las cantidades que
superen la cuantía obligatoria, sin perjuicio de que tales cantidades tributen como
rendimientos irregulares.



inferior a 30 trabajadores —letra c) del artículo 52—, y siempre que, en ambos
casos, se deban a causas económicas, técnicas, organizativas, de producción o
por fuerza mayor, quedará exenta la parte de indemnización percibida que no
supere los límites establecidos con carácter obligatorio en el mencionado Esta-
tuto para el despido improcedente.

Un caso especialmente conflictivo es el tratamiento aplicable a la indemni-
zación por despido o cese de la relación laboral especial aplicable a per-
sonal de alta dirección. Tras no pocos pronunciamientos judiciales contra-
dictorios, el Tribunal Supremo, en Sentencia de 5 de noviembre de 2019
(reg. 2727/2017. Ponente: D. T. Berberoff), fijó como doctrina que en los
supuestos de extinción del contrato de alta dirección por desistimiento del
empresario existe el derecho a una indemnización mínima obligatoria de 7 días
de salario por año de trabajo, con el límite de seis mensualidades y, por tanto,
que esa cuantía de la indemnización está exenta de tributación en el IRPF. Cri-
terio confirmado por Sentencias posteriores: SSTS 1109/2020, de 23 de julio.
rec. 910/2019 y 1139/2020, de 4 de septiembre, rec. 3278/2019.

En todo caso, el importe de la indemnización exenta por despido o cese tiene
como límite la cantidad de 180.000 euros, establecida por Ley 26/2014, con
efectos desde el 29 de noviembre de 2014. (Acerca de la retroactividad de este
límite, vid. STS de 3 de febrero de 2022. Rec. 7816/2020. Ponente: F. J.
Navarro Sanchis).

3) No se considera como cuantía obligatoria la establecida en virtud de con-
venio, pacto o contrato.

No gozan de exención las indemnizaciones, incentivos o premios que se
abonen al trabajador por jubilación anticipada o como premio a su permanencia
en la empresa, satisfechos de acuerdo con el convenio colectivo.

4) Que haya existido una real y efectiva desvinculación del trabajador con la
empresa.
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Para el despido improcedente, la normativa laboral fija, con carácter obligatorio,
el abono de una indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año
de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año,
hasta un máximo de veinticuatro mensualidades —art. 56.1 ET—. Vid. Disp.
Transit. 22.ª LIRPF.

A tal efecto, el propio Reglamento —art. 1— formula una presunción iuris tan-
tum: se presumirá, salvo prueba en contrario, que no se da dicha desvinculación
real y efectiva cuando, en los tres años siguientes al despido o cese, el trabajador
vuelva a prestar servicios a la misma empresa o a otra vinculada; vinculación que
se valorará, en general, por lo que disponga la normativa reguladora del Impuesto
sobre Sociedades.



f) Prestaciones reconocidas al contribuyente por la Seguridad Social o por las
entidades que la sustituyan como consecuencia de incapacidad permanente abso-
luta o gran invalidez: sólo están exentas las cantidades abonadas por la Seguridad
Social o entidades que la sustituyan en los casos de incapacidad permanente abso-
luta o gran invalidez.

Tratándose de profesionales no integrados en el régimen especial de la
Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las
Mutualidades de Previsión Social que actúen como alternativas al refe-
rido régimen especial, siempre que se trate de situaciones idénticas a las que
la Seguridad Social califica como incapacidad permanente absoluta o gran inva-
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El Tribunal Supremo, además de considerar que el Reglamento no ha vulnerado
en este punto el principio de reserva de Ley, ha resuelto que la real efectiva
desvinculación del trabajador con la empresa «comporta que, tras su despido o
cese, no vuelva a prestar servicios a la empresa que, directa o indirectamente,
guarden relación con las responsabilidades anteriores asumidas, correspon-
diendo la prueba de tales circunstancias a quien fuera trabajador de la misma»
(STS núm. 276/2022, de 4 de marzo).

Destaca esta última sentencia que «la desvinculación efectiva de la empresa
resulta inherente al despido o cese a los efectos de aplicar la exención, ante la
constatación de que el concepto de desvinculación efectiva real no se define ni
en la ley ni en el reglamento, estamos en presencia de un concepto jurídico inde-
terminado que deberá ser objeto de integración de acuerdo con las circunstancias
del caso».

Y, por tanto, «dicha desvinculación, a los solos efectos de disfrutar de la exención,
no tiene por qué verse automáticamente alterada por la circunstancia de cualquier
relación entre la empresa y el contribuyente, posterior a su cese o despido, siem-
pre que dicha relación o vinculación resulte ajena desde el punto de vista funcional
a las responsabilidades anteriormente ejercidas en el seno de dicha empresa».

Lo fundamental, cuando haya una recontratación del trabajador despedido dentro
del plazo de la aplicación de la presunción será lo siguiente, «para considerar que
la desvinculación persiste, resultará necesario demostrar que, tras el despido o
cese, el servicio o actividad no guarde relación alguna, ni directa ni indirecta, con
las responsabilidades anteriores asumidas en la empresa. Evidentemente, por el
principio de facilidad probatoria quien está en mejor posición para demostrar la
naturaleza, contenido, funcionalidad, en definitiva, la relación mantenida con la
empresa tras el cese o despido es, precisamente, quien mantiene dicha relación,
esto es, quien fuera trabajador de la misma».

En consecuencia, se sujetan al impuesto las cantidades abonadas en cumpli-
miento de un Convenio Colectivo o de un convenio que rige el ámbito de una
empresa en particular, como lo están las cantidades percibidas por el particular
en un plan de pensiones que prevé la situación de invalidez, por ejemplo. Se
sujetan también las cantidades percibidas por algún tipo de incapacidad o invalidez
que no pueda calificarse como incapacidad permanente absoluta o gran invalidez.



lidez. En estos casos, el límite —ex art. 7.f), párrafo segundo LIRPF— será el
equivalente al importe de la prestación máxima que reconozca la Seguridad
Social para tal situación.

g) Pensiones por inutilidad o incapacidad permanente del régimen de clases
pasivas, cuando la lesión o enfermedad determinante de las mismas inhabilitare
por completo al perceptor de la pensión para toda profesión u oficio. A tal efecto, el
Tribunal Supremo ha considerado que en la resolución de jubilación por inca-
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El exceso tributará como rendimiento del trabajo, entendiéndose producido dicho
exceso, en caso de concurrencia de prestaciones de la Seguridad Social y de las
Mutualidades, en las prestaciones de estas últimas.

Atendidas las relaciones existentes con otros Estados, fundamentalmente con los
integrantes de la Unión Europea, es de destacar la STS 475/2020, de 13 de
febrero de 2020 (rec. 6718/2017. Ponente: R. Toledano), en la que se con-
cluye que:

«1. El reconocimiento de una pensión de invalidez en Suiza con un nivel del cien
por cien no basta, por sí solo, para equiparar dicha pensión con una prestación de
incapacidad permanente absoluta del sistema español de Seguridad Social; porque
en aquel Estado, a diferencia de lo que acontece en España, no se distingue entre
un grado de incapacidad que está referida sólo a la profesión que ejercía el inte-
resado (aunque la impida en la totalidad de los cometidos de esa profesión) y otro
grado superior que se proyecta también sobre otras profesiones.

2. La calificación de si una situación merece la consideración de incapacidad per-
manente absoluta corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social; y
recae sobre el interesado la carga de aportar todos los elementos que permitan
probar cual fue la concreta situación que determinó la pensión extranjera cuya
equiparación se pretenda con una pensión de invalidez absoluta del sistema espa-
ñol de Seguridad Social.

3. No se produce con ello vulneración del derecho de la Unión Europea sobre la
cuestión, dado que las normas del Derecho de la Unión Europea permiten que
España pueda someter a un examen por un equipo médico de valoración de inca-
pacidades la situación de solicitante de un beneficio fiscal en un impuesto directo
como es el IRPF, a efectos de determinar las implicaciones, también las de tipo
fiscal, que correspondan al grado de invalidez de que esté afectado un solicitante,
lo que habrá de establecerse con arreglo a la legislación española y con referencia
al momento en que se produjo el otorgamiento de la prestación. Para ello, las
autoridades españolas deberán tomar en cuenta los documentos e informes médi-
cos emitidos por la institución del Estado miembro, en este caso Suiza, que reco-
noció la pensión de invalidez» (FD sexto). En el mismo sentido STS 476/2020,
rec. 6693/2017, de la misma fecha y Ponente. De conformidad con la Sen-
tencia del TJUE de 24 octubre 2019 (Sala octava. Asunto: C-35/2019)
también las prestaciones por discapacidad pagadas por otros Estados
miembros están exentas de IRPF en el Estado en que reside el perceptor
de las mismas.



pacidad permanente de los funcionarios públicos debe procederse a su califica-
ción como total o absoluta, dada la trascendencia que puede tener por la exención
(Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sentencia 920/2024,
27 May. Rec. 1854/2022).

h) Prestaciones por maternidad o paternidad y las familiares no contributivas
reguladas, respectivamente, en los Capítulos VI y VII del Título II y en el Capítulo
I del título VI del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado
por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre y las pensiones y los haberes
pasivos de orfandad y a favor de nietos y hermanos, menores de veintidós años o
incapacitados para todo trabajo, percibidos de los regímenes públicos de la Segu-
ridad Social y clases pasivas.

El precepto también establece una exención para situaciones que son sus-
tancialmente iguales.

Así ocurre con las prestaciones reconocidas en situaciones idénticas a los pro-
fesionales no integrados en el RETA por las mutualidades de previsión social que
actúen como alternativas a dicho régimen. La cuantía exenta tendrá como límite
el importe de la prestación máxima que reconozca la Seguridad Social por el con-
cepto que corresponda. El exceso tributará como rendimiento del trabajo, enten-
diéndose producido, en caso de concurrencia de prestaciones de la Seguridad
Social y de las mutualidades antes citadas, en las prestaciones de estas últimas.

Del mismo modo, en el caso de los empleados públicos encuadrados en un
régimen de Seguridad Social que no dé derecho a percibir la prestación por
maternidad o paternidad, estará exenta la retribución percibida durante los per-
misos por parto, adopción o guarda y paternidad prevista en la normativa. La
cuantía exenta de estas retribuciones tendrá como límite el importe de la pres-
tación máxima que reconozca la Seguridad Social por el concepto que corres-
ponda. El exceso tributará como rendimiento del trabajo.

Por último, el precepto también establece que estarán exentas las demás
prestaciones públicas por nacimiento, parto o adopción múltiple, adopción, mater-
nidad o paternidad, hijos a cargo y orfandad.

i) Prestaciones económicas percibidas de instituciones públicas por el acogimiento
de personas con discapacidad, mayores de 65 años o menores, sea en la modalidad
simple, permanente o preadoptivo o las equivalentes previstas en los ordenamientos
de las Comunidades Autónomas, incluido el acogimiento en la medida judicial de
convivencia del menor con persona o familia previsto en la Ley Orgánica 5/2000, de
12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

También estarán exentas las ayudas económicas otorgadas por institu-
ciones públicas a personas con discapacidad con un grado de minusvalía
igual o superior al 65 por 100 o mayores de 65 años, para financiar su
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estancia en residencias o centros de día, siempre que el resto de sus rentas
no excedan del doble del indicador público de renta de efectos múltiples
(IPREM).

El IPREM se fija anualmente por la Ley de Presupuestos Generales del
Estado. La LPGE para 2023 —Disposición adicional nonagésima primera—
determinó las cuantías del indicador público de rentas de efectos
múltiples (IPREM) para 2023, que siguen en vigor en 2024, al haberse
prorrogado los presupuestos del ejercicio anterior:

a) EL IPREM diario: 20,00 euros.

b) El IPREM mensual: 600,00 euros.

c) El IPREM anual: 7.200,00 euros.

d) En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional
ha sido sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en
el Real Decreto-ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será de
8.400,00 euros cuando las correspondientes normas se refieran al salario
mínimo interprofesional en cómputo anual, salvo que expresamente excluyeran
las pagas extraordinarias; en este caso, la cuantía será de 7.200,00 euros.

j) Becas públicas y becas concedidas por entidades sin fines lucrativos a las que
sea de aplicación el régimen especial regulado en el título II de la Ley 49/2002, de
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los
incentivos fiscales al mecenazgo (vid. Resolución de 25 de enero 2018), y las becas
concedidas por las fundaciones bancarias reguladas en el Título II de la Ley
26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias en el
desarrollo de su actividad de obra social, percibidas para cursar estudios en todos
los niveles y grados del sistema educativo.

También gozarán de exención, las concedidas por cualquiera de las entidades
citadas, cuando tengan por finalidad la investigación, en el ámbito descrito por
el RD 63/2006, de 27 de enero, por el que se aprueba el Estatuto del becario de
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Por lo que respecta al salario mínimo interprofesional, el Gobierno ha apro-
bado el R.D. 87/2025, de 11 de febrero, por el que se fija el salario mínimo inter-
profesional para 2025, en el que, con efectos 1 de enero de 2025, el salario mínimo
para cualesquiera actividades en la agricultura, en la industria y en los servicios,
sin distinción de sexo ni edad de los trabajadores, queda fijado en 39,47 euros/día
o 1.184 euros/mes, según el salario esté fijado por días o por meses. En el salario
mínimo se computa únicamente la retribución en dinero, sin que el salario en
especie pueda, en ningún caso, dar lugar a la minoración de la cuantía íntegra en
dinero de aquél. Este salario se entiende referido a la jornada legal de trabajo en
cada actividad, sin incluir en el caso del salario diario la parte proporcional de los
domingos y festivos. Si se realizase jornada inferior se percibirá a prorrata.



–

investigación, o se reconozcan a los funcionarios y demás personal al servicio de
las Administraciones públicas y al personal docente e investigador de las Univer-
sidades.

Desde 1 de enero de 2018, el importe de la beca exento para cursar estudios
reglados alcanzará, con carácter general, un máximo de 6.000 euros anuales.
Si la dotación económica tiene por objeto compensar gastos de transporte y
alojamiento para la realización de estudios reglados del sistema educativo, hasta
el nivel de máster incluido o equivalente el importe se elevará hasta un máximo
de 18.000 euros anuales, o de 21.000 euros anuales cuando se trate de estudios
en el extranjero. Si el objeto de la beca es la realización de estudios de doctorado,
estará exenta hasta un importe máximo de 21.000 € anuales o 24.600 € anuales
cuando se trate de estudios en el extranjero.

k) Anualidades por alimentos percibidas en virtud del convenio regulador a
que se refiere el artículo 90 del Código Civil, o del convenio equivalente previsto
en los ordenamientos de las Comunidades Autónomas, aprobado por la autoridad
judicial o formalizado ante el letrado o letrada de la Administración de Justicia,
o en escritura pública ante notario, con independencia de que dicho convenio
derive o no de cualquier medio adecuado de solución de controversias legal-
mente previsto

Igualmente estarán exentas las anualidades por alimentos percibidas de los
padres en virtud de decisión judicial en supuestos distintos a los establecidos en el
apartado anterior.

El importe de estas anualidades exentas no minora la base imponible del
obligado a satisfacerla —art. 55—, pero tienen un tratamiento especial en el
momento de aplicar las escalas del impuesto, tanto la estatal —art. 64—, como
la autonómica —art. 75—.

l) Premios literarios, artísticos o científicos relevantes incluidos los Premios
«Príncipe de Asturias», en sus distintas modalidades.

Exención tradicional cuya regulación básica el legislador remite al Regla-
mento. De conformidad con el artículo 3 del Reglamento, los requisitos básicos
para considerar un premio como relevante son:

Entregarse sin contraprestación, esto es, el premio no podrá implicar
ni exigir la cesión o limitación de los derechos de propiedad sobre las
obras premiadas, incluidos los derivados de la propiedad industrial o
intelectual.
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Por tanto, estarán sujetas y no exentas todas aquellas becas que hayan sido con-
cedidas por entidades distintas de las anteriores, o bien que, habiéndose conce-
dido por ellas, no tengan por finalidad la realización de estudios reglados o de
investigación.



–

–

–

–

–

–

Concederse por obras ejecutadas o actividades desarrolladas antes de la
convocatoria.

La convocatoria debe reunir determinados requisitos y, fundamental-
mente, no establecer limitación alguna respecto de los concursantes por
razones ajenas a la esencia del premio.

La exención es rogada, y deberá declararse por la Administración Tri-
butaria.

m) Ayudas de contenido económico a deportistas de alto nivel ajustadas a los
programas de preparación establecidos por el Consejo Superior de Deportes con las
Federaciones Deportivas Españolas o con el Comité Olímpico Español.

Los requisitos que deben concurrir son tres:

Que los beneficiarios tengan reconocida la condición de deportistas de
alto nivel.

Que las ayudas se financien por la Asociación de Deportes Olímpicos, por
el Comité Olímpico Español o por el Comité Paralímpico Español.

Que las ayudas se ajusten a los programas establecidos por las entidades
a que se refiere al texto legal.

n) Prestaciones por desempleo reconocidas por la respectiva entidad gestora
cuando se perciban en la modalidad de pago único establecida en el Real Decreto
1044/1985, de 19 de junio, por el que se regula el abono de la prestación por desem-
pleo en su modalidad de pago único, siempre que las cantidades percibidas se des-
tinen a las finalidades y en los casos previstos en la citada norma.

Esta exención estará condicionada al mantenimiento de la acción o partici-
pación durante el plazo de cinco años, en el supuesto de que el contribuyente se
hubiera integrado en sociedades laborales o cooperativas de trabajo asociado, o al
mantenimiento, durante idéntico plazo, de la actividad, en el caso del trabajador
autónomo.

ñ) Los rendimientos positivos del capital mobiliario procedentes de los seguros
de vida, depósitos y contratos financieros a través de los cuales se instrumenten los
Planes de Ahorro a Largo Plazo (PALP) a que se refiere la D.A. 26.ª LIRPF siempre
que el contribuyente no efectúe disposición alguna del capital resultante del Plan
antes de finalizar el plazo de cinco años desde su apertura.
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El Reglamento, con un cuestionable respeto al principio de reserva de Ley, fija
el límite de la cuantía que queda exonerada de gravamen en 60.100 Euros.



La exención está condicionada a la no disposición del citado capital y al cum-
plimiento de cualquier otro requisito de los previstos en la Disp. Adic. 26.ª
LIRPF antes de la finalización de dicho plazo de cinco años.

o) Gratificaciones extraordinarias satisfechas por el Estado español por la
participación en misiones internacionales de paz o humanitarias.
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Los Planes de Ahorro a Largo Plazo (PALP) se configuran como contratos
celebrados entre el contribuyente y una entidad aseguradora o de crédito que
cumplan los siguientes requisitos:

a) Los recursos aportados al PALP deben instrumentarse, bien a través de uno
o sucesivos Seguros Individuales de Vida a Largo Plazo, o bien a través de depó-
sitos y contratos financieros integrados en una Cuenta Individual de Ahorro a
Largo Plazo.

Un contribuyente sólo podrá ser titular de forma simultánea de un PALP.

b) La apertura del PALP se producirá en el momento en que se satisfaga la pri-
mera prima, o se realice la primera aportación a la Cuenta Individual de Ahorro
a Largo Plazo (CIALP), según proceda, y su extinción, en el momento en que el
contribuyente efectúe cualquier disposición o incumpla el límite de aportaciones
previsto en la letra c) de este apartado.

A estos efectos, en el caso de Seguros Individuales de Ahorro a Largo Plazo, no
se considera que se efectúan disposiciones cuando llegado su vencimiento, la
entidad aseguradora destine, por orden del contribuyente, el importe íntegro de
la prestación a un nuevo Seguro Individual de Ahorro a Largo Plazo contratado
por el contribuyente con la misma entidad.

c) Las aportaciones al PALP no pueden ser superiores a 5.000 euros anua-
les en ninguno de los ejercicios de vigencia del Plan.

d) La disposición por el contribuyente del capital resultante del Plan únicamente
podrá producirse en forma de capital, por el importe total del mismo, no siendo
posible que el contribuyente realice disposiciones parciales.

e) La entidad aseguradora o, en su caso, la entidad de crédito deberá garantizar
al contribuyente la percepción al vencimiento del seguro individual de vida o al
vencimiento de cada depósito o contrato financiero de, al menos, un capital equi-
valente al 85 por ciento de la suma de las primas satisfechas o de las aportaciones
efectuadas al depósito o al contrato financiero.

No obstante lo anterior, si la citada garantía fuera inferior al 100 por ciento, el
producto financiero contratado deberá tener un vencimiento de al menos un año.

Si no se cumpliera la condición, las rentas generadas durante la vigencia del Plan
se habrán de integrar en el período impositivo en el que se produzca tal incum-
plimiento.



p) Rendimientos del trabajo percibidos por trabajos efectivamente realizados en
el extranjero con los siguientes requisitos:

1.º) Que dichos trabajos se realicen para una empresa o entidad no residente
en España o un establecimiento permanente radicado en el extranjero.

2.º) Que, en el territorio en que se realicen los trabajos, se aplique un impuesto
de naturaleza idéntica o análoga a la de este impuesto, y no se trate de un país o
territorio que haya sido calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.

El RD 1080/1991, de 5 de julio enumeraba los países que tenían la con-
sideración de paraísos fiscales. Con posterioridad, aquellos países que
habían suscrito con España acuerdos o convenios con cláusula de inter-
cambio de información dejaron de ser considerados como paraísos fis-
cales. También se excluyó a Gibraltar a partir del 4 de marzo de 2021,
fecha en que entró en vigor el Acuerdo entre España y el Reino Unido de 4 de
marzo de 2019. La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, dispuso que el Gobierno
debía actualizar dicha lista, atendiendo a la lista de jurisdicciones no
cooperativas que están elaborando la OCDE y la Unión Europea. El
Consejo de la Unión Europea publicó el 5 de diciembre de 2017 la lista de
países y territorios no cooperadores. El 26 de febrero de 2021 se publicó
la última lista revisada.

En el ordenamiento interno, la Ley 11/2021, de 9 de julio ha esta-
blecido los requisitos que deben concurrir para definir la jurisdicción no
cooperativa, señalando que «las referencias efectuadas en la normativa
a paraísos fiscales, a países o territorios con los que no exista efectivo
intercambio de información, o de nula o baja tributación se entenderán
efectuadas a la definición de jurisdicción no cooperativa» —definida por
la disposición adicional primera de la propia Ley—.

Y concluye disponiendo que «En tanto no se determinen por Orden Ministerial
los países o territorios que tienen la consideración de jurisdicción no cooperativa,
tendrán dicha consideración los países o territorios previstos en el Real Decreto
1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a que se
refieren los artículos 2, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo,
de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 1991».

La Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero, ha determinado la nueva lista de
los países y territorios, así como los regímenes fiscales perjudiciales, que tienen
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El Reglamento —art. 5—, en aplicación de lo dispuesto en el RD Ley 8/2004, de
5 de noviembre, declara aplicable la exención a las indemnizaciones o prestacio-
nes satisfechas por los daños personales que hubieran podido sufrir durante el
desarrollo de las funciones en dichas misiones.



la consideración de jurisdicciones no cooperativas. Dicha Orden entró en vigor
el 11 de agosto para los países y territorios incluidos en la nueva lista que no
estuvieran incluidos en la del RD 1080/1991, hallándose vigente el 11 de febrero
de dicho 2023 para el resto.

La exención tendrá un límite máximo de 60.100 Euros anuales, que podrá
modificarse reglamentariamente.

Además, esta exención se declara incompatible con el régimen de excesos
excluidos de tributación previsto en el artículo 6 del Reglamento, cualquiera que
sea su importe, si bien el contribuyente podrá optar por este régimen de los
excesos, si le resultara más beneficioso.

En Sentencia de 28 de marzo 2019 (recurso 3774/2017. Ponente: A. Aguallo)
el Tribunal Supremo entendió que la exención resulta aplicable a los rendimien-
tos percibidos por funcionarios públicos o personal laboral que se hallan destinados
en comisión de servicio en un organismo internacional situado en el extranjero y
del que España forma parte, siempre que los trabajos se realicen materialmente
fuera del territorio nacional y beneficien al organismo internacional, con indepen-
dencia de que beneficie asimismo al empleador del trabajador o/y a otra u otras
entidades. Es también aplicable cuando los trabajos efectivamente realizados fuera
de España consistan en labores de supervisión o coordinación, y no exige que los
viajes al extranjero sean prolongados o tengan lugar de forma continuada, sin inte-
rrupciones. En la misma línea, vid. STS de 28 marzo 2019 (RJ 2019, 1284),
(rec. 3772/2017. Ponente: J. Cudero). En STS de 25 febrero 2021 (rec.
1990/2019. Ponente: I. Merino Jara) el TS señaló que «... en la expresión
«rendimientos del trabajo percibidos por trabajos efectivamente realizados en el
extranjero» contenida en el artículo 7.p) LIRPF deben entenderse comprendidos
los rendimientos de trabajo percibidos por el trabajador que correspondan a los días
de desplazamiento al país de destino o de regreso a España».

q) Indemnizaciones satisfechas por las Administraciones públicas por daños
físicos o psíquicos a personas como consecuencia del funcionamiento de los servicios
públicos.

r) Las prestaciones percibidas por entierro o sepelio con el límite del importe
total de los gastos incurridos.

s) Las ayudas económicas reguladas en el artículo 2 de la Ley 14/2002, de 5
de junio.

Ley que regula las ayudas que tienen derecho a percibir las personas afec-
tadas por la hepatitis C, como consecuencia de haber recibido tratamiento en el
ámbito del sistema sanitario público.
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t) Las derivadas de la aplicación de instrumentos de cobertura cuando cubran
exclusivamente el incremento del tipo de interés variable de los préstamos hipotecarios
destinados a la adquisición de la vivienda habitual regulados en el artículo decimo-
noveno de la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica.

Esta medida se enmarca en el programa de contención del crédito familiar
para la adquisición de viviendas, ya que este tipo de inversión se financia, mayo-
ritariamente, con préstamos variables, muy sensibles a los aumentos de los
tipos de interés.

u) Las indemnizaciones previstas en la legislación del Estado y de las Comu-
nidades Autónomas para compensar la privación de libertad en establecimientos
penitenciarios como consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley
46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía.

v) Las rentas que se pongan de manifiesto en el momento de la constitución
de rentas vitalicias aseguradas resultantes de los planes individuales de ahorro
sistemático a que se refiere la disposición adicional tercera de la LIRPF.

w) Hasta un importe máximo anual de tres veces el indicador público de renta
de efectos múltiples (IPREM), los rendimientos del trabajo derivados de las pres-
taciones obtenidas en forma de renta por las personas con discapacidad —a las que
se refiere el artículo 53 LIRPF—, así como los rendimientos del trabajo deri-
vados de las aportaciones a patrimonios protegidos a que se refiere la disposición
adicional decimoctava LIRPF.

x) Las prestaciones económicas públicas vinculadas al servicio, para cuidados en
el entorno familiar y de asistencia personalizada que se derivan de la Ley de promoción
de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

y) La prestación de la Seguridad Social del Ingreso Mínimo Vital, las prestaciones
económicas establecidas por las Comunidades Autónomas en concepto de renta
mínima de inserción para garantizar recursos económicos de subsistencia a las per-
sonas que carezcan de ellos, así como las demás ayudas establecidas por estas o por
entidades locales para atender, con arreglo a su normativa, a colectivos en riesgo de
exclusión social, situaciones de emergencia social, necesidades habitacionales de per-
sonas sin recursos o necesidades de alimentación, escolarización y demás necesidades
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En los Planes Individuales de Ahorro Sistemático (PIAS), el contribuyente
va pagando primas a razón de 8.000 Euros anuales hasta acumular un máximo de
240.000 Euros. Pues bien, la rentabilidad que se va produciendo durante ese
período de constitución —los derechos económicos— no tributa cuando se exte-
rioriza en el momento de transformarse en una renta vitalicia.

A diferencia de la situación anterior a 1 de enero de 2015, en que el límite era
conjunto para ambas clases de rendimientos, ahora hay que entender que opera
individualmente respecto de cada uno de ellos.



C)

básicas de menores o personas con discapacidad cuando ellos y las personas a su cargo,
carezcan de medios económicos suficientes, hasta un importe máximo anual conjunto
de 1,5 veces el indicador público de rentas de efectos múltiples (IPREM).

También estarán exentas las ayudas concedidas a las víctimas de delitos
violentos a que se refiere la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asis-
tencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y las ayudas
previstas en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección
Integral contra la Violencia de Género y demás ayudas públicas satisfechas a
víctimas de violencia de género por tal condición.

z) Las prestaciones y ayudas familiares percibidas de cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas, ya sean vinculadas a nacimiento, adopción, acogimiento
o cuidado de hijos menores.

SUJETOS PASIVOS

Con carácter general, es contribuyente en el IRPF la persona física que tiene
su residencia habitual en España. Éste es el supuesto más normal y generali-
zado, con lo que el concepto de residencia habitual adquiere una importancia
decisiva [art. 8.1.a), LIRPF], dado que el residente en España tributa por la
denominada renta mundial, sea cual sea el país en que haya obtenido las rentas
y sea cual sea la nacionalidad del pagador de las rentas.

El legislador entiende que el contribuyente tiene su residencia habitual en
España en dos supuestos (art. 9 LIRPF):

1.º Cuando, en el transcurso de un año natural, permanezca más de ciento
ochenta y tres días en territorio español.

Un caso especial lo constituye la determinación de la residencia cuando el
contribuyente ha residido en otro Estado disfrutando de una beca de
estudios. El Tribunal Supremo se ha pronunciado en numerosas sentencias,
a partir de las dictadas el 28 de noviembre de 2017 (SSTS 1829/2017 [RJ 2017,
5165], rec. 815/2017. Ponente: F. J. Navarro; 1850/2017, rec. 812/2017.
Ponente: N. A. Maurandi y 1834/2017, rec. 809/2017. J. A. Montero), preci-
sando el concepto de residencia habitual a efectos del IRPF en los
siguientes términos:

1.º) La permanencia fuera del territorio nacional durante más de 183 días a
lo largo del año natural, disfrutando de una beca de estudios, no puede consi-
derarse como una ausencia esporádica a los efectos del artículo 9.1.a), esto
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Las ausencias esporádicas se computarán como si no se hubieran producido, salvo
que el contribuyente acredite que, durante el período en que ha estado ausente
no se ha limitado a permanecer en otro Estado, sino que ha tenido residencia
fiscal en ese otro Estado.



es a efectos de determinar la permanencia en España por tiempo superior a 183
días durante el año natural y, con ello, su residencia habitual en España.

2.º) El concepto de ausencias esporádicas debe atender exclusiva-
mente al dato objetivo de la duración o intensidad de la permanencia
fuera del territorio español, sin que para su concurrencia pueda ser vinculado a
la presencia de un elemento volitivo o intencional que otorgue prioridad a la
voluntad del contribuyente de establecerse de manera ocasional fuera del terri-
torio español, con clara intención de retorno al lugar de partida.
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Cuando la ausencia del contribuyente se haya debido a su estancia en un Estado
de los reglamentariamente calificados como paraíso fiscal la Administración
Tributaria podrá exigir que se pruebe la permanencia en el mismo durante ciento
ochenta y tres días.

Prácticamente todos los Estados han adoptados criterios singulares en relación
con los denominados paraísos fiscales, incluidos en una relación prevista y regu-
lada por la Disp. Adicional Primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de
Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal, modificada por la Disposición Final
2 de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre, que contiene una definición expresa de
tres conceptos claves: paraíso fiscal, países o territorios de nula tributa-
ción y países o territorios con los que existe un efectivo intercambio de
información tributaria. De acuerdo con la Disp. Transit. 2.ª de la misma Ley,
tienen la consideración de paraíso fiscal los países o territorios que se determinen
reglamentariamente —actualmente los países o territorios incluidos en el art. 1
del R.D. 1080/1991, modificado por R.D. 116/2003, de 31 de enero— si bien dejará
de tener tal consideración, de acuerdo con la Disp. Adicional Primera de la Ley
36/2006 aquellos países o territorios que firmen con España un convenio para
evitar la doble imposición internacional, con cláusula de intercambio de informa-
ción, o un acuerdo de intercambio de información en materia tributaria en el que
expresamente se establezca que dejan de tener dicha consideración, desde el
momento en que estos convenios o acuerdos se publiquen. Junto a los paraísos
fiscales, hay que tener en cuenta la existencia de otros dos conceptos relevantes:
a) territorios de nula tributación, entendiendo como tales aquellos en que no se
aplique un impuesto análogo al IRPF —o al Impuesto sobre Sociedades o sobre
la Renta de No Residentes— y b) países o territorios con los que no existe un
efectivo intercambio de información tributaria.

Por otra parte, tampoco se computarán las estancias temporales en España que
sean consecuencia de las obligaciones contraídas en acuerdos de colaboración
cultural o humanitaria, a título gratuito, con las Administraciones públicas
españolas.

En este punto, en conclusión, se ponen de relieve los problemas que plantea la
ausencia de una regulación armonizada en el ámbito internacional acerca de los
criterios que permiten unificar el concepto de residencia fiscal. Lo que conlleva
la frecuente aparición de conflictos en los que un mismo contribuyente puede
aparecer como residente en dos o más Estados. Problema que no siempre
encuentra adecuada respuesta en los Convenios de Doble Imposición.



a.

b.

2.º Cuando radique en España el núcleo principal o la base de sus activi-
dades o intereses económicos, de forma directa o indirecta.

Corresponde a la Administración la carga de la prueba de que efectivamente
radica en España el núcleo principal de las actividades o intereses económicos
del contribuyente.

Este mismo criterio sirve normalmente para que la Junta Arbitral compe-
tente al efecto, resuelva los contenciosos surgidos entre el Estado y las Comu-
nidades sujetas a régimen especial acerca del domicilio fiscal de un determinado
contribuyente.

La Sentencia del Tribunal Supremo, 12 de noviembre de 2019 (rec. 20/2019.
Ponente: J. A. Montero) reitera dos criterios básicos en este punto:

cuando se pone en cuestión la valoración de la prueba acerca de la resi-
dencia fiscal de una persona realizada por la Junta Arbitral, el posible
éxito de la impugnación pasa por probar la infracción de una norma 
—con cita y justificación expresa de la infracción denunciada—, o por
probar la existencia de errores o arbitrariedades en la valoración —que
igualmente debe detallarse y justificarse—. En modo alguno puede
prosperar una impugnación basada exclusivamente en aportar una ver-
sión distinta de la valoración probatoria realizada por la Junta Arbitral.

cuando, aplicando la regla principal —residencia durante más de 183
días en un determinado territorio— no ha quedado acreditada la resi-
dencia en un determinado territorio, hay que aplicar la regla subsidiaria,
de forma que se considerará residente en el territorio donde haya obte-
nido la mayor parte de los ingresos que forman parte de la base impo-
nible.

Determinados los criterios que confieren la condición de residente a un
contribuyente, la Ley —art. 9.1.b)— ultima la formulación de los mismos con
el establecimiento de una presunción iuris tantum encaminada a reforzar la
aplicabilidad de tales criterios: se presumirá, salvo prueba en contrario, que el
contribuyente tiene su residencia habitual en España cuando residan habitual-
mente en España el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores
de edad que dependan del contribuyente.

Junto al criterio general, el legislador ha dotado de una cierta vis atractiva a
la legislación del IRPF, tratando de conseguir una ampliación del círculo de
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Aunque el legislador no define expresamente cuándo se puede entender que
radica en España el núcleo principal o la base de sus actividades o intereses eco-
nómicos, puede servir de pauta interpretativa un concepto análogo —centro de
intereses—, acogido por la Ley del Impuesto —art. 72.1.2.º— como criterio que
determina la condición de residente en una Comunidad Autónoma.



–

–

contribuyentes, de forma que establece unos criterios especiales de suje-
ción. Así:

a) De acuerdo con una tradición generalizada, se consideran contribuyentes
las personas de nacionalidad española, su cónyuge no separado legalmente e hijos
menores de edad que tuviesen su residencia habitual en el extranjero por razón de
cargo, empleo o función pública (art. 10 LIRPF).

b) Seguirán teniendo la condición de contribuyentes por el IRPF español, los
nacionales españoles que acrediten su nueva residencia fiscal en un país
o territorio calificado reglamentariamente como paraíso fiscal. Esta regla
se aplicará en el período impositivo en que se efectúe el cambio de residencia y
durante los cuatro períodos impositivos siguientes (art. 8.2 LIRPF).

c) Las personas físicas que, habiendo acreditado que tienen su domicilio o
residencia habitual en otro Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado
miembro del Espacio Económico Europeo con el que exista un efectivo intercambio
de información tributaria, obtengan rentas en España podrán optar por tributar
en calidad de contribuyente por el IRPF español (art. 46 del Real Decreto Legis-
lativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
del Impuesto sobre la Renta de No Residentes —IRNR—) si cumplen una serie
de requisitos:

Que hayan obtenido durante el ejercicio en España por rendimientos
del trabajo y por rendimientos de actividades económicas, como
mínimo, el 75 por ciento de la totalidad de su renta siempre que tales
rentas hayan tributado efectivamente durante el período el IRNR.

Que la renta obtenida durante el ejercicio en España haya sido inferior
al 90 por ciento del mínimo personal y familiar que le hubiese corres-
pondido de acuerdo con sus circunstancias personales y familiares de
haber sido residente en España siempre que dicha renta haya tributado
efectivamente durante el período por el IRNR.
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Este precepto se aplica especialmente a miembros de misiones diplomáticas
españolas, oficinas consulares, miembros de delegaciones y representaciones
permanentes acreditadas ante organismos internacionales, etc. No se aplica
cuando ya tuvieran residencia habitual en el extranjero antes de ser nombrado
miembro de las delegaciones españolas. El artículo 9.4 LIRPF prevé que no se
considerarán contribuyentes en España, a condición de reciprocidad, los nacio-
nales extranjeros que tengan en España su residencia habitual por ocupar alguno
de los puestos a que hemos hecho referencia —misiones diplomáticas, oficinas
consulares, etc.—.

Esta norma es una prueba más de la prevención con que el legislador contempla
la domiciliación de nacionales españoles en paraísos fiscales.



– Que la renta obtenida fuera de España haya sido, asimismo, inferior a
dicho mínimo personal y familiar.

d) También tendrán la opción de tributar por el IRNR —con algunas espe-
cialidades—, manteniendo su condición de contribuyentes en el IRPF durante
el período en que se produzca el cambio de residencia y los cinco períodos pos-
teriores, todas aquellas personas físicas —con independencia de dónde fueran
residentes con anterioridad— que adquieran su residencia habitual en
España por su desplazamiento a territorio español, en los términos pre-
vistos en el régimen especial previsto en el artículo 93 de la Ley.

Este régimen se analiza en esta obra junto al resto de los regímenes espe-
ciales. Tras la desaparición del régimen de transparencia fiscal, el único régimen
subsistente que constituye una especial modalidad del elemento subjetivo del
hecho imponible del impuesto es el régimen de atribución de rentas en el que se
somete a las rentas obtenidas por entidades carentes de personalidad jurídica
—así como a las sociedades civiles no sujetas al Impuesto sobre Sociedades, al
no tener objeto mercantil— a un régimen jurídico diferenciado, regulado en los
arts. 86 a 90 de la Ley, de acuerdo con los cuales las rentas obtenidas por estas
entidades se atribuirán a sus miembros —socios, herederos, comuneros, par-
tícipes—, quienes deberán integrarlas en el Impuesto al que estén sujetos:
IRPF, si se trata de personas físicas, o Impuesto sobre Sociedades si se trata de
entidades mercantiles.

Con la entrada en vigor de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto
sobre Sociedades —el 1 de enero de 2016—, pasaron a ser sujetos pasivos del
Impuesto sobre Sociedades las sociedades civiles con personalidad jurídica y
objeto mercantil, dejando de tributar por el IRPF.
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El contenido de esta opción está detallado en el mismo art. 46 del Real Decreto
Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido del
IRNR.

El hecho imponible del IRPF lo constituye la obtención de renta por una persona
física. Lo que acontece normalmente es que el sujeto pasivo obtiene directamente
determinadas rentas —por su trabajo personal o profesional, por ser titular de un
paquete de acciones que le reportan dividendos, etc.—, pero a veces la persona
física obtiene la renta a través de entidades que no están sujetas al Impuesto sobre
Sociedades, bien por carecer de personalidad jurídica o bien por ser sociedades
civiles —con o sin personalidad jurídica—. Lo normal, en tales casos, sería que
estos entes, que son los perceptores de rendimientos, se sujetaran a tributación.
Sin embargo, en nuestro ordenamiento, en supuestos expresamente previstos,
no se grava a quien ha obtenido las rentas, sino que éstas se atribuyen directa-
mente a sus miembros, que los deberán sujetar a tributación en el impuesto al
que estén sujetos.



–

–

–

–

–

Hay que recordar que tienen la consideración de entidades en régimen de
atribución de rentas: las sociedades civiles que no tributen en el IS —al no
tener objeto mercantil—; las herencias yacentes; las comunidades de bienes y
las entidades que, careciendo de personalidad jurídica, constituyan una unidad
económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

También tienen tal consideración las entidades constituidas en el
extranjero cuya naturaleza jurídica sea idéntica o análoga a la de las entidades
en atribución de rentas constituidas de acuerdo a las leyes españolas. Si quie-
nes no son residentes constituyen entidades sin personalidad jurídica
en España o conforme a las Leyes españolas, se sujetarán al régimen apli-
cable a las entidades en régimen de atribución de rentas regulado en el corres-
pondiente IRNR.

Dado que su normativa específica las equipara a las sociedades civiles y estas
están en régimen de atribución, para evitar dudas sobre ello, la Ley precisa que
las Sociedades Agrarias de Transformación tributarán en el IS.

Determinación de la renta atribuible.

Como regla general se aplicarán las normas del IRPF, tributando de acuerdo
con los criterios siguientes:

La renta por la que deben tributar es la que resulte de su participación en
la entidad. Si no constara a la Administración, la atribución se realizará
por partes iguales.

La naturaleza de la renta es la que corresponda a la fuente original de
la que procede cuando la obtuvo la entidad.

La renta sujeta se cuantificará de acuerdo con la normativa del IRPF,
aunque alguno de los miembros de la entidad sea sujeto pasivo del IS
o del IRNR. Sólo en el caso de que todos los miembros resultaren ser
sujetos pasivos del IS —o del IRNR, con establecimiento permanente
en España— se aplicarán las normas del IS para la cuantificación de la
renta. Si algún miembro es sujeto pasivo del IRNR, sin establecimiento
permanente, se aplicará la Ley del IRNR.

Las retenciones e ingresos a cuenta se atribuirán a sus miembros en la
misma proporción en que se atribuyeron las rentas, deduciéndolas en
su correspondiente Impuesto.

Podrán aplicarse los regímenes de estimación directa simplificada y
estimación objetiva para determinar el rendimiento neto de la entidad,
siempre que todos sus miembros sean personas físicas. La renuncia al
régimen sólo será válida si renuncian todos.
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D)

1.

La Resolución de 6 de febrero de 2020, de la Dirección General de
Tributos, sobre la consideración como entidades en régimen de atribución de
rentas a determinadas entidades constituidas en el extranjero (BOE 13 febrero
2020) precisa las características básicas que debe reunir una entidad
constituida en el extranjero para ser considerada en España como una
entidad en atribución de rentas a los efectos del IRPF, del IS y del
IRNR. Estas características son:

Que la entidad no sea contribuyente de un impuesto personal sobre la
renta en el Estado de constitución.

Que las rentas generadas por la entidad se atribuyan fiscalmente a sus
socios o partícipes, de acuerdo con la legislación de su Estado de cons-
titución, siendo los socios o participes los que tributen por las mismas
en su impuesto personal. Esta atribución deberá producirse por el mero
hecho de la obtención de la renta por parte de la entidad, sin que sea
relevante a estos efectos si las rentas han sido o no objeto de distribu-
ción efectivamente a los socios o partícipes.

Que la renta obtenida por la entidad en atribución de rentas y atribuida
a los socios o participes conserve, de acuerdo con la legislación de su
Estado de constitución, la naturaleza de la actividad o fuente de la que
procedan para cada socio o partícipe.

La Resolución es vinculante para los órganos y entidades de la Administra-
ción Tributaria encargados de la aplicación de los tributos a partir de 14 de
febrero de 2020.

PERÍODO IMPOSITIVO. DEVENGO. IMPUTACIÓN TEMPORAL DE
INGRESOS Y GASTOS

Período impositivo. Devengo

Con carácter general, el período impositivo será el año natural y el
devengo se producirá el 31 de diciembre (art. 12 LIRPF).

Excepcionalmente, el período impositivo será inferior al año natural en el
año en que se produzca el fallecimiento del contribuyente; período que abar-
cará desde el 1 de enero hasta el día del fallecimiento, día en que se entenderá
también devengado el impuesto (art. 13 LIRPF).

El devengo del impuesto es el día al que hay que referir la concurrencia
de determinadas circunstancias relevantes a efectos de cuantificar la deuda por
este impuesto: miembros de la unidad familiar, normas aplicables y circunstan-
cias que rigen la cuantificación del impuesto.
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Imputación temporal de ingresos y gastos

En un impuesto de carácter progresivo, los criterios de imputación de ingre-
sos y gastos revisten una importancia decisiva en el momento de determinar la
base imponible y, en consecuencia, para delimitar las rentas sujetas a tributa-
ción.

El legislador ha establecido un criterio general y unos criterios especí-
ficos.

El criterio general es el previsto en el artículo 14.1 LIRPF. De acuerdo con
el mismo, y teniendo en consideración las fuentes de que proceden las rentas,
este criterio general es el siguiente:

Rendimientos del trabajo y del capital: se imputan al período en que sean
exigibles por su perceptor.

En el caso de recibir anticipos a cuenta por la cesión de los derechos de
autor que se devenguen a lo largo de varios años, el contribuyente podrá
optar por imputar dichos anticipos a medida que vayan devengándose los
derechos (art. 7.3 del Reglamento).

La STS 26 de junio de 2018 (RJ 2018, 3704) (rec. 1180/2017. Pte: J. Cudero)
ha precisado que la regla general de que los rendimientos se imputen al período
en el que son exigibles por su perceptor se aplica también en los casos en los
que el deudor es el Tesoro Público, sin que el hecho de que la pensión de jubi-
lación requiera respetar el ciclo presupuestario y que se dicte un acto expreso
de reconocimiento altere dicha regla.

Por otra parte, de conformidad con la STS 1660/2020, de 3 diciembre (rec.
4869/2019. Ponente: J. Cudero), cuando una determinada ayuda pública está
sometida a una condición suspensiva, la renta debe imputarse no al ejercicio en
que se ha producido su reconocimiento, sino al correspondiente a su efectiva
percepción, una vez producida la condición suspensiva.
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El acto de reconocimiento de la pensión es declarativo, no constitutivo, y los
atrasos percibidos tras dicho acto deben declararse en el período en el que eran
exigibles (anterior al de su pago), sin que la necesidad de incoar un procedimiento
y dictar un acto expreso convierta en litigioso el crédito, pues el derecho nace
desde que se produce el hecho causante de la pensión (el cumplimiento de la edad
de jubilación). En consecuencia, en tales casos resulta obligado practicar autoli-
quidación complementaria en la que se declaren tales ingresos (percibidos en
período distinto a aquél o aquellos en que fueron exigibles) en el/los ejercicio/s
en que, por ostentarse ya el derecho, eran efectivamente exigibles por el per-
ceptor.

En ese caso se trataba de una ayuda pública, concedida por la Generalitat Valen-
ciana, previa a la jubilación. La ayuda fue concedida como complemento a la



En la misma línea, buscando también la certidumbre —en la cuantía a per-
cibir, en el cumplimiento o no de una condición suspensiva o resolutoria, etc.—
el propio Tribunal Supremo (Sentencia 1750/2020, 16 diciembre, rec.
6088/2019. Ponente: J. A. Montero) ha fijado como doctrina legal que los
intereses de demora —en el caso los devengados por retraso en el pago del
justiprecio— deben imputarse al ejercicio en que adquiera firmeza el Auto que
precisa los parámetros que se han de tener en cuenta para su determinación
(dies a quo, dies ad quem y base de cálculo) o el Auto que los cuantifica.

Rendimientos de actividades económicas: rigen los criterios de imputación
vigentes en el Impuesto sobre Sociedades impuesto en el que, con carácter
general, se aplica el criterio del devengo, que no se identifica con la exi-
gibilidad. La eficacia fiscal de otros criterios distintos, utilizados excepcional-
mente para conseguir la imagen fiel del patrimonio, estará supeditada a la apro-
bación por la Administración tributaria —art. 11.2 LIS—.

Sin embargo, este criterio tiene previstas dos excepciones.

En primer lugar, las ayudas públicas para la primera instalación de jóvenes
agricultores previstas en el Marco Nacional de Desarrollo Rural de España
podrán imputarse por cuartas partes, en el período impositivo en que se obten-
gan y en los tres siguientes.

En segundo lugar, el Reglamento —art. 7— atribuye la facultad de optar por
el criterio de los cobros y pagos —criterio de caja— a los siguientes con-

Capítulo II. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (Residentes) (I)

103

indemnización derivada de la extinción de la relación laboral en un procedimiento
concursal, y fue destinada a la formalización de una póliza de seguro colectivo a
percibir desde el momento de la extinción de la prestación por desempleo hasta
la jubilación, siendo depositada la cuantía previamente concedida en la citada
compañía aseguradora.

Por ello, al no tratarse de la percepción tardía de una renta, o del pago en un
ejercicio de una suma devengada en otro, sino de una «ayuda pública previa a la
jubilación» que solo puede ser exigible por su perceptor cuando se produce la
condición suspensiva a la que se anuda su concesión, que tiene lugar tres años
después de su reconocimiento, es por lo que la Sala entiende que los rendimientos
del trabajo generados con ocasión de la percepción de esa ayuda deben imputarse
al ejercicio en el que la suma correspondiente se puso efectivamente a disposición
de la contribuyente, esto es, cuando se extinguió su derecho a percibir la pres-
tación por desempleo.

La razón de ello es muy clara: los intereses se van generando y devengando a lo
largo de un período de tiempo, pero hasta que no estén determinadas las bases
sobre la que aplicar el interés procedente, —el justiprecio a abonar y el interés
legal a aplicar, y el tiempo de generación—, el importe de los intereses es una
cantidad ilíquida, y como tal no es posible identificar la alteración patrimonial, la
concreta ganancia patrimonial, subraya la sentencia.
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tribuyentes: a) los que realicen actividades empresariales que, según el Código
de Comercio, no tengan carácter mercantil; b) quienes realicen actividades
empresariales cuyo rendimiento se determine en la modalidad simplificada del
régimen de estimación directa; c) los que realicen actividades profesionales y
determinen su rendimiento en cualquiera de las dos modalidades del régimen
de estimación directa; y d) los que determinen sus rendimientos en el régimen
de estimación objetiva.

Dicho criterio se entenderá aprobado por la Administración tributaria, a
efectos de lo previsto en el apartado 2 del artículo 11 de la Ley del Impuesto
sobre Sociedades, por el solo hecho de así manifestarlo en la correspondiente
declaración, debiendo mantenerse durante un plazo mínimo de tres años.

La opción perderá su eficacia si, con posterioridad a dicha opción, el contri-
buyente debiera determinar sus rendimientos en régimen de estimación directa
normal, estando obligado a llevar la contabilidad de acuerdo con el Código de
Comercio —art. 68.2 Reglamento—.

Ganancias y pérdidas patrimoniales: se imputan al período en que se pro-
duce la alteración patrimonial determinante de la ganancia o pérdida patri-
monial.

Las reglas especiales de imputación se establecen en el apartado 2)
del mismo artículo 14, dando lugar a una prolija enumeración. Son las siguien-
tes:

Rentas no satisfechas por encontrarse pendientes de resolu-
ción judicial: con carácter general se imputan al período impositivo
en que adquiera firmeza la sentencia judicial que declare el derecho a
percibirlas, con independencia del momento en que efectivamente se
perciban.

Rendimientos del trabajo percibidos en período distinto de aquel
en que fueran exigibles por causas no imputables al contribuyente y
que no pendan de resolución judicial: se imputan al año en que fue-
ron exigibles, debiéndose practicar liquidación complementaria, sin san-
ción, ni intereses de demora, ni recargo alguno.

Ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas: se impu-
tarán al período impositivo en que tenga lugar su cobro salvo los
casos que veremos se rigen por criterios específicos.

Operaciones a plazo o con precio aplazado: el contribuyente
podrá optar por imputar proporcionalmente las rentas obteni-
das a medida que se hagan exigibles los cobros.
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Ejemplo: Luis ha vendido un inmueble por 120.000 Euros,
habiendo obtenido una plusvalía de 30.000 Euros. Ha pactado que el
1 de enero de 2025 le pagarán la mitad del precio y el 31 de diciembre
de 2026 la otra mitad. ¿Cómo se podrá imputar la ganancia patrimo-
nial? Solución: como cobra el 50 por 100 del precio en 2025, tributará
por la mitad de la ganancia (15.000 €) en ese período y el resto (los
otros 15.000 €), en 2026.

Diferencias positivas o negativas que se produzcan en las cuen-
tas representativas de saldos en divisas o moneda extranjera,
como consecuencia de la modificación en su cotización: se imputarán
al momento del cobro o del pago, respectivamente.

Rentas estimadas se imputarán al período impositivo en que se entien-
dan producidas.

Ayudas públicas percibidas como compensación por los defectos de
construcción de la vivienda habitual y destinadas a su reparación,
podrán imputarse por cuartas partes, en el período impositivo en que
se obtengan y en los tres siguientes.

En los contratos de seguros de vida en que el tomador asuma el
riesgo de la inversión —los denominados unit linked—, la diferencia
entre el valor liquidativo de los activos afectos a la póliza al final y al
comienzo de cada período impositivo se imputará como rendimiento
del capital mobiliario.

Cuando se perciban cantidades de estos contratos, las rentas imputadas
minorarán el rendimiento obtenido. Ahora bien, esta regla especial no
resultará de aplicación, siempre, en los términos previstos en el art. 14.2
h) LIR.

Ayudas incluidas en el ámbito de los planes estatales para el acceso por
primera vez a la vivienda en propiedad, percibidas por los contribuyentes
mediante pago único en concepto de Ayuda Estatal Directa a la
Entrada (AEDE), podrán imputarse por cuartas partes en el período
impositivo en que se obtengan y en los tres siguientes.

Ayudas públicas otorgadas por las Administraciones competentes a los
titulares de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Espa-
ñol inscritos en el Registro general de bienes de interés cultural a que se
refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español,
y destinadas exclusivamente a su conservación o rehabilitación, podrán
imputarse por cuartas partes en el período impositivo en que se obten-
gan y en los teres siguientes, siempre que cumplan con las exigencias
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•

establecidas en dicha ley, en particular respecto de los deberes de visita
y exposición pública de dichos bienes.

Pérdidas patrimoniales derivadas de créditos vencidos y no
cobrados: podrán imputarse al período impositivo en que concurra
alguna de las siguientes circunstancias:

Que adquiera eficacia una quita establecida en un acuerdo de refi-
nanciación —homologable a los del art. 71 bis Ley Concursal—, o
en un acuerdo extrajudicial de pagos.

Que, encontrándose el deudor en situación de concurso adquiera
eficacia el convenio en el que se acuerde una quita, en cuyo caso la
pérdida se computará por la cuantía de la quita. O, en otro caso, que
concluya el procedimiento concursal sin que se hubiera satisfecho el
crédito.

Que se cumpla el plazo de un año desde el inicio del procedimiento
judicial distinto de los de concurso que tenga por objeto la ejecución
del crédito sin que este haya sido satisfecho.

Cuando el crédito fuera cobrado con posterioridad al cómputo de la pérdida
patrimonial, se imputará una ganancia por el importe cobrado en el período
impositivo en que se produzca dicho cobro.

Ayudas públicas para la primera instalación de jóvenes agricultores
previstas en el Marco Nacional de Desarrollo Rural de España que se
destinen a la adquisición de una participación en el capital de empresas
agrícolas societarias: podrán imputarse por cuartas partes, en el
período impositivo en el que se obtengan y en los tres siguientes.

Rendimientos del trabajo en especie derivados de la entrega de accio-
nes o participaciones de una empresa emergente a las que se refiere
la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las
empresas emergentes, que, cumpliendo los requisitos establecidos en la
letra f) del apartado 3 del artículo 42 de esta ley no estén exentos por
superar la cuantía prevista en dicho artículo, se imputarán en el período
impositivo en el que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

Que el capital de la sociedad sea objeto de admisión a negociación en
bolsa de valores o en cualquier sistema multilateral de negociación,
español o extranjero.
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Las pérdidas patrimoniales derivadas de la entidad AFINSA se imputarán en el
período en que concluya el procedimiento concursal sin haberse satisfecho el
crédito, siendo 2023 cuando se dictó la sentencia que puso fin al concurso. (DGT
V0652/2024).



•

–

–

•

–

–

•

Que se produzca la salida del patrimonio del contribuyente de la
acción o participación correspondiente.

No obstante, transcurrido el plazo de diez años a contar desde la entrega
de las acciones o participaciones sin que se haya producido alguna de
las circunstancias señaladas anteriormente, el contribuyente deberá
imputar los rendimientos del trabajo a que se refiere este apartado a
tales acciones o participaciones, en el período impositivo en el que se
haya cumplido el referido plazo de diez años.

Cuando un contribuyente pierda su condición de tal por cambio de resi-
dencia todas las rentas pendientes de imputación se integrarán
en la base imponible del impuesto correspondiente al último
período impositivo que deban declarar.

Esta previsión, que no exceptuaba los cambios de residencia de los
contribuyentes a otro Estado miembro vulneraba tanto la libertad
de circulación de las personas como la de establecimiento (Sen-
tencia de 12 de julio de 2012, del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea), obligó a introducir la excepción que se formula
en el segundo párrafo de esta misma norma.

Sin embargo, cuando el traslado de residencia se produzca a otro
Estado miembro de la Unión Europea, el contribuyente podrá optar
por imputar las rentas pendientes conforme a lo dispuesto en el párrafo
anterior, o por presentar a medida en que se vayan obteniendo cada una
de las rentas pendientes de imputación, una autoliquidación complemen-
taria sin sanción, ni intereses de demora ni recargo alguno, correspon-
diente al último período que deba declararse por este Impuesto. La auto-
liquidación se presentará en el plazo de declaración del período impositivo
en el que hubiera correspondido imputar dichas rentas en caso de no
haberse producido la pérdida de la condición de contribuyente.

Cuando se produzca el fallecimiento del contribuyente, todas las
rentas pendientes de imputación deberán integrarse en la base imponible
del último período impositivo que deba declararse —art. 14.4 LIR—.

El Tribunal Supremo ha considerado que no procede elevar cues-
tión de inconstitucionalidad, porque esta cláusula no es contraria al
principio de capacidad económica, porque en todo caso se grava
renta real o potencial. Es más, tiene afirmado el Tribunal Supremo
al respecto que:

«La regla general es que los ingresos y gastos que determinan la
renta a incluir en la base imponible del impuesto se imputen al
periodo impositivo que corresponda, y que, tratándose de las ganan-
cias y pérdidas patrimoniales es el período impositivo en que tiene
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lugar la alteración patrimonial [artículo 14.1.c) LIRPF]. Y la previ-
sión establecida en el artículo 14.2.d) LIRPF es una regla especial
para las operaciones a plazos o con precio aplazado, en las que se
da una opción al contribuyente para imputar proporcionalmente las
rentas obtenidas en tales operaciones a medida que se hagan exi-
gibles los cobros correspondientes. Y resulta que la previsión para
el caso de fallecimiento del artículo 14.4 LIRPF se acomoda a la
señalada como regla general, en cuanto contempla el momento de
la alteración del patrimonio del causante, y no es susceptible de
comparación con la reseñada regla especial porque no resulta posi-
ble la opción prevista como consecuencia del fallecimiento del con-
tribuyente. De esta manera, no resulta idóneo el término de com-
paración propuesto entre causante fallecido, imposibilitado de
optar, y cónyuge supérstite que sí puede encontrarse en situación
de ejercitar la opción prevista por la regla especial. Como advierte
la sentencia de instancia, no es posible ignorar que el hecho reve-
lador de riqueza necesario en el IRPF es el que se proyecta sobre
el patrimonio del fallecido, y la capacidad económica ha de apre-
ciarse en el momento en que se genera la obligación tributaria, esto
es, en vida del causante. Una vez que dicha obligación ha nacido y
el contribuyente fallece, los sucesores pasan a estar obligados con
la Hacienda Pública, no como consecuencia de la venta o enajena-
ción de las participaciones o títulos que produjo la ganancia patri-
monial sino en cuanto sucesores o herederos de quien generó la
obligación tributaria por IRPF y de conformidad con las reglas del
Código Civil. Así resulta del artículo 39.1 LGT al disponer que, a la
muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias
pendientes se transmitirán a los herederos, sin perjuicio de lo que
establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la heren-
cia. FD tercero.2)». (Tribunal Supremo —Sentencia 2161/2016, de
17 mayo 2016. Rec. 1488/2014. Ponente: R. Fernández Montalvo—).

Por otra parte, hay que señalar también que el Tribunal Supremo también
ha considerado, en determinados supuestos, que puede cambiarse la opción
efectuada por el contribuyente, al menos durante una regularización tributaria.
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El Tribunal Supremo —STS 1329/2020, 15 Oct. 2020, Rec. 6189/2017. Ponente:
I. Merino Jara—, ha establecido como doctrina legal que: «en el marco de una
regularización de la situación tributaria de un contribuyente realizada en un pro-
cedimiento de inspección, provocando un cambio en el régimen sustantivo de tribu-
tación aplicable, el interesado no está obligado a mantener la opción original con
respecto a los criterios de imputación temporal de renta, sino que puede ejercer nue-
vamente esa opción con arreglo al nuevo régimen sustantivo aplicable, siempre que
en el marco de las actuaciones inspectoras que han conducido al cambio de régimen



E) CRITERIOS DE INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS RENTAS

En un impuesto de carácter personal, el legislador debe establecer crite-
rios que permitan atribuir a cada contribuyente la renta de la que es titular.
Criterios que son especialmente relevantes en el caso de que el contribuyente
conviva con más personas en el seno de una unidad familiar, en la que diversos
miembros perciben rentas sujetas al impuesto que, como consecuencia del
régimen económico matrimonial, pueden civilmente ser imputables no sólo a
quien las obtiene, sino a los dos cónyuges —como ocurre, por ejemplo, con
numerosos rendimientos cuando rige el régimen de gananciales—. Como ya
señaló el Tribunal Constitucional —STC 45/1989, de 20 de febrero—, la
existencia de una unidad familiar no puede impedir la personalización
de las cargas tributarias imputables a los distintos miembros de esa
unidad, pues el IRPF es un impuesto personal y no deja de serlo por la exis-
tencia de la unidad familiar.
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se haya puesto de manifiesto la inexistencia de indicios de la comisión de infracciones
tributarias».

Nos encontramos ante una singular aplicación de la cláusula rebus sic stantibus
al ámbito tributario que, motivadamente, permite al Tribunal Supremo entender
que en el curso de una Inspección se debe dar el interesado la posibilidad de volver
a optar por el régimen de imputación de rentas que, en su criterio, le fuera más
favorable, pues en otro caso se le estaría sancionando impropiamente, por haber
ejercitado dicha opción original.

Con ello se admite que, excepcionalmente, el contribuyente no está obligado a
mantener la opción original pudiendo ejercer nuevamente esa opción si en la
regularización se le aplicara un nuevo régimen sustantivo, siempre y cuando en
el marco de las actuaciones inspectoras que le han conducido al cambio de régi-
men se haya puesto de manifiesto la inexistencia de indicios de la comisión de
infracciones tributarias.

Es de destacar esta toma en consideración del cambio de circunstancias para
permitir un cambio en el régimen por el que, en su día, y a la vista de las cir-
cunstancias a la sazón existentes, se pronunció el contribuyente. En el caso, con-
curría una alteración sustancial de las circunstancias, pues se deja de tributar por
el régimen especial de sociedades patrimoniales para pasar a tributar por el régi-
men general y el Supremo considera que en este caso la opción sobre la imputa-
ción temporal de renta sí es revocable. Con esta tesis excepciona el Supremo la
regla general de que cuando un contribuyente ejercita su opción, queda vinculado
por ella y, por tanto, ha de estar y pasar por todos los efectos que se anudan a la
opción escogida. Siguiendo con la premisa de que la irrevocabilidad de las opcio-
nes no es absoluta, da buena cuenta de ello la lista de derechos y garantías de los
obligados tributarios contenida en el artículo 34 LGT, que no tiene carácter
cerrado y ofrece al contribuyente la posibilidad de pronunciarse nuevamente
sobre el criterio de imputación de rentas.



1.

2.

A estos efectos, el art. 11 LIRPF establece los criterios de individualiza-
ción de la renta esto es, las directrices que permiten que una determinada
renta deba ser imputada a una determinada persona. Dicho precepto establece
un criterio general y unos criterios específicos, proyección del criterio general en
las distintas fuentes de rentas sujetas al impuesto.

El criterio general se formula en el apartado primero de ese art. 11:

«La renta se entenderá obtenida por los contribuyentes en función del origen
o fuente de la misma, cualquiera que sea, en su caso, el régimen económico del
matrimonio».

En consecuencia, el legislador fiscal atribuye la renta al titular de la
fuente de que procede, no al titular de la renta misma. Se aparta así de los
criterios de titularidad civil de las rentas, aplicando unas reglas de individuali-
zación exclusivamente válidas a efectos fiscales, que conducen a consecuencias
que son gravemente lesivas para el principio de capacidad económica, según
tendremos ocasión de apreciar.

En desarrollo de ese criterio general, el propio art. 11.2 LIRPF proyecta las
consecuencias que tiene la adopción de aquel criterio en las distintas fuentes de
renta.

Rendimientos del trabajo

Se atribuirán exclusivamente a quien haya generado el derecho a su
percepción. Excepcionalmente, las rentas de sistemas públicos y privados de
previsión social se atribuirán a sus beneficiarios —pensionistas, beneficiarios
de planes de pensiones, etc.—.

Rendimientos del capital

Se atribuirán a los contribuyentes que sean titulares de los elemen-
tos patrimoniales, bienes o derechos, de que provengan dichos rendi-
mientos según las normas sobre titularidad jurídica aplicables en cada caso y
en función de las pruebas aportadas por aquéllos o descubiertas por la Adminis-
tración.
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Éste es el caso en que el contraste entre los criterios fiscales y los acuñados
en el Código Civil para el régimen de gananciales es más llamativo, menos
justificado y más lesivo del principio de capacidad económica. De acuerdo con el
art. 1347.1 del Código Civil son bienes gananciales los obtenidos por el trabajo...
de cualquiera de los cónyuges. De acuerdo con este criterio, en un matrimonio
en el que trabaja sólo uno de los cónyuges, la renta corresponde por mitades a
cada uno de ellos. Desde el punto de vista del IRPF, sin embargo, la renta hay
que individualizarla e imputarla a aquél que la obtiene con su trabajo.



3.

– En su caso, serán de aplicación las normas sobre titularidad jurídica de
los bienes y derechos contenidas en las disposiciones reguladoras del régimen
económico del matrimonio, así como en los preceptos de la legislación civil apli-
cables en cada caso a las relaciones patrimoniales entre los miembros de la fami-
lia.

La titularidad de los bienes y derechos que conforme a las disposiciones o pactos
reguladores del correspondiente régimen económico matrimonial, sean comunes a
ambos cónyuges, se atribuirá por mitad a cada uno de ellos, salvo que se justifique
otra cuota de participación.

Cuando no resulte debidamente acreditada la titularidad de los bienes o dere-
chos, la Administración tributaria tendrá derecho a considerar como titular a quien
figure como tal en un registro fiscal u otros de carácter público.

Rendimientos de actividades económicas

Se imputarán a quienes realicen de forma habitual, personal y directa,
la ordenación por cuenta propia de los medios de producción y los recur-
sos humanos afectos a las actividades. Se presumirá, salvo prueba en con-
trario, que dichos requisitos concurren en quienes figuren como titulares de las
actividades económicas.

También en este caso es claro el contraste con lo que ocurre en el
ámbito del ordenamiento privado. De acuerdo con el art. 1347 del Código
Civil son gananciales los rendimientos obtenidos por las empresas y estableci-
mientos fundados durante la vigencia de la sociedad por uno cualquiera de los
cónyuges a expensas de los bienes comunes, mientras que, desde el punto de
vista fiscal, los rendimientos de actividades económicas —empresariales, pro-
fesionales, artísticas o deportivas—, aunque deriven de capital ganancial, serán
exclusivamente imputables a quien efectivamente lleve a cabo la actividad eco-
nómica.
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También en este caso la norma fiscal conduce a resultados contrarios a
los previstos por el Código Civil para el régimen de gananciales. Por ejem-
plo, de acuerdo con el art. 1347.2 del Código Civil, son bienes gananciales los
frutos, rentas o intereses que produzcan tanto los bienes privativos como los ganan-
ciales. En consecuencia, los intereses producidos por unos títulos de renta fija
cuya titularidad ostenta uno de los cónyuges son civilmente gananciales, propie-
dad al 50 por 100 de cada uno de los cónyuges, mientras que, desde el punto de
vista del IRPF, tales intereses deberán imputarse sólo al titular de los referidos
valores de renta fija.

Con estas previsiones, que reproducen lo previsto en el artículo 7 de la Ley del
Impuesto sobre el Patrimonio (Ley 19/1991), se consigue una mejor sintonía
entre el IRPF y el Impuesto sobre el Patrimonio, corrigiéndose la falta de cohe-
sión interna que se daban entre ambas figuras tributarias.



4.

5.

Ganancias y pérdidas patrimoniales

Se imputarán a los contribuyentes que sean titulares de los bienes,
derechos y demás elementos patrimoniales de que provengan, según
lo previsto en la normativa reguladora del Impuesto sobre el Patrimonio.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se atribuirán en función de
la titularidad de los bienes o derechos en que se manifiesten, mientras que las
adquisiciones de bienes y derechos que no se deriven de una transmisión previa 
—es el caso de las ganancias en el juego— se considerarán ganancias patrimonia-
les de la persona a quien corresponda el derecho a su obtención o que las haya
ganado directamente.

En conclusión, en el IRPF las rentas se imputan a quien las ha obtenido
directa y personalmente, con independencia de las reglas que, en el ámbito civil,
rigen la atribución de rentas a quienes forman parte de la unidad familiar. Lo
que sin duda se traduce en un resultado paradójico pero ajustado a Derecho,
según ha declarado el propio Tribunal Constitucional (STC 146/1994: en el régi-
men de gananciales, las rentas del trabajo soportan una carga tributaria mayor
que las rentas del capital, puesto que la titularidad compartida de los elementos
patrimoniales permite una distribución de la carga tributaria entre ambos cónyu-
ges que no se da en los rendimientos del trabajo.

Rentas imputadas

Como ya indicamos, el Legislador sujeta a tributación junto a rendimientos
efectivamente percibidos, provenientes de las 4 fuentes de renta analizadas
—rendimientos del trabajo, del capital, de actividades económicas y los pro-
venientes de ganancias y pérdidas patrimoniales— otros rendimientos que no
se han percibido efectivamente, pero que imputa a quien considera su titular,
por medio de una auténtica fictio iuris. Son cuatro los supuestos previstos:
imputación de rentas inmobiliarias (art. 85 Ley); rentas en régimen de trans-
parencia fiscal internacional (art. 91 Ley); rentas por la cesión de derechos de
imagen (art. 92 Ley) y rentas imputadas a los socios o participes de Institu-
ciones de Inversión Colectiva constituidas en países o territorios considera-
dos como paraísos fiscales (art. 95 Ley).
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Repárese también la individualización de la titularidad jurídica, ya que las ganan-
cias del juego, aunque se adquieran con dinero privativo, tendrán la condición de
ganancial, a tenor de lo que dispone el artículo 1351 del Código Civil, que esta-
blece que «Las ganancias obtenidas por cualquiera de los cónyuges en el juego o
las procedentes de otras causas que eximan de la restitución pertenecerán a la
sociedad de gananciales».

Téngase en cuenta que el art. 16 de la Ley 11/2021, de 9 de julio, modificó la Ley
36/2006, de forma que ahora hay que referirse a jurisdicciones no cooperativas,



I.

A)

1. Deducción por impuestos satisfechos en el extranjero. 2. Bonificaciones por
elementos patrimoniales situados en Ceuta y Melilla. 3. Deducciones y Boni-
ficaciones autonómicas. VII. LA GESTIÓN DEL IMPUESTO. VIII. EL
IMPUESTO TEMPORAL DE SOLIDARIDAD DE LAS GRANDES FORTU-
NAS. A) Antecedentes y aspectos generales. B) Naturaleza, objeto y ámbito de apli-
cación. C) Hecho imponible, exenciones y devengo. D) Sujeto pasivo. E) Base
imponible y base liquidable. F) Deuda tributaria. G) Gestión del impuesto.
IX. LEGISLACIÓN. A) Normas básicas. B) Otras disposiciones. X. BIBLIO-
GRAFÍA.

EVOLUCIÓN HISTÓRICA, FUENTES NORMATIVAS Y
FUNCIONES DEL IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO

EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y FUENTES NORMATIVAS. VIGENCIA
INDEFINIDA DEL IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO Y
CREACIÓN DEL IMPUESTO TEMPORAL DE SOLIDARIDAD DE LAS
GRANDES FORTUNAS

La titularidad de los distintos bienes y derechos del contribuyente es objeto
de distintos gravámenes, pudiendo someterse a tributación mediante un
impuesto de carácter real, que grave individualmente cada bien o derecho, o
mediante un impuesto personal, que utilice al sujeto para aglutinar todos sus
elementos patrimoniales, para concretar más acabadamente su capacidad eco-
nómica a través de la progresividad.

Los impuestos reales cuentan con rancia tradición en nuestro sistema tri-
butario —y en todos los demás—, y, actualmente, subsisten únicamente en el
ámbito tributario local —Impuesto sobre Bienes Inmuebles e Impuesto Muni-
cipal sobre Vehículos de Tracción Mecánica—. El Impuesto sobre el Patrimonio
Neto de las Personas Físicas, como concreción de la imposición personal sobre
el patrimonio, sólo se introduce en nuestro sistema tributario al tiempo de pro-
mulgarse la Constitución de 1978.

Actualmente, la principal fuente normativa que regula el tributo es la Ley
19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, que no ha experimentado
significativas reformas desde su aprobación. Entre todas ellas destaca la que se
debe a la reforma del sistema de financiación autonómica de 1996, en la que se
atribuyó a las Comunidades Autónomas competencia normativa sobre determina-

Manual de Derecho Tributario. Parte Especial

508

Fue la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, de Medidas Urgentes de Reforma del
Sistema Tributario, la que creó el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio
Neto de las Personas Físicas. Con anterioridad, todos los intentos de introducir este
tributo quedaron en simples proyectos y se limitaron al ámbito municipal. Entre
ellos se encontraba el de 1907, del Impuesto complementario y supletorio sobre el
Patrimonio en el marco de la Hacienda Local; el de 1915, de Contribución General
sobre el Patrimonio y el de 1922, conocido por su atribución a Flores de Lemus.



dos elementos cuantitativos del tributo. Si bien esta facultad no ha sido amplia-
mente ejercida, lo que mantiene al Impuesto en su originaria configuración.

Además, destaca la práctica inexistencia de desarrollo reglamentario de los
preceptos legales, más allá de la regulación de los requisitos de los que depende
el disfrute de la exención de la titularidad de la empresa familiar, en cualquiera
de sus manifestaciones. En este sentido, el RD 1704/1999, de 5 de noviembre,
regula los requisitos y condiciones de las actividades empresariales y profesio-
nales y de las participaciones en entidades para la aplicación de las exenciones
correspondientes en el Impuesto sobre el Patrimonio. El RD 25/2000, de 14 de
enero, modificó el anterior.

Después de muchos años, en 2008, la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, supri-
mió el gravamen del Impuesto sobre el Patrimonio, sin que quedase claro si
dicha supresión iba a ser realmente definitiva.

La crisis económica anterior y la necesidad de allegar recursos a las arcas
públicas autonómicas supuso que, en 2011, aun con carácter temporal y limi-
tándose en principio a ese año y al siguiente, se restableciera el Impuesto por
medio del Real Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, si bien se incre-
mentó sustancialmente el mínimo exento reduciendo con ello significativa-
mente el número de contribuyentes del impuesto.
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El IRPF se reguló por Ley 18/1991, de 6 de junio, pero ha sufrido grandes refor-
mas: entre otras, por su importancia, la Ley 40/1998, que derogó el IRPF anterior,
la Ley 46/2002, que introdujo grandes cambios, por no hablar del RDLeg. 3/2004,
que refundió todas las disposiciones vigentes en materia de IRPF y que habían
quedado extraordinariamente dispersas; por último, la Ley 35/2006, reguló de
nueva planta el tributo, estando todavía vigente.

La Ley 50/1977 sí que se vio afectada por la declaración de inconstitucionalidad
—STC 45/1989— de la acumulación obligatoria de la renta y del patrimonio de
los sujetos integrados en la misma unidad familiar, siendo objeto de reforma por
la Ley 20/1989, de adaptación del IRPF y del Impuesto sobre el Patrimonio a la
jurisprudencia constitucional.

Dicha supresión no se realizó derogando la Ley 19/1991, de 6 de junio, del
Impuesto sobre el Patrimonio, sino que se hizo añadiendo dos elementos a su
configuración estructural, cuyo resultado práctico fue dispensar a todos los con-
tribuyentes de la obligación de pagar y del deber de declarar. Con esta finalidad,
se introdujo una bonificación del 100 por 100 de su cuantía íntegra y se derogó la
obligación de declarar, manteniéndose inalterado el resto de la regulación.

El carácter temporal de esta recuperación se apreciaba en el propio Real Decreto-
Ley 13/2011, que recuperaba la bonificación del 100 por 100 a practicar sobre la
cuota del Impuesto, que había sido introducida por la Ley 4/2008, con efectos
desde 1 de enero de 2013. Sin embargo, en contra de lo dispuesto en esta norma,



B)

La Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 2021 suprimió el carácter temporal del restablecimiento para recuperar,
definitivamente, el gravamen.

Debe señalarse, por último, que algunas Comunidades Autónomas habían
bonificado total o parcialmente el impuesto, lo que, en el primer caso, suponía,
de hecho, su supresión para los contribuyentes residentes en su territorio.
Como reacción a esta política fiscal el Estado aprobó, con una vigencia temporal
inicialmente limitada a los años 2022 y 2023, el Impuesto Temporal de Solida-
ridad sobre Grandes Fortunas (ITSGF) por medio de la Ley 38/2022, de 27 de
diciembre, para el establecimiento de gravámenes temporales energético y de
entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito y por la que se
crea el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas, y se modifican
determinadas normas tributarias. La vigencia de este impuesto se ha prorrogado
indefinidamente en tanto no se produzca la revisión de la tributación patrimonial
en el contexto de la reforma del sistema de financiación autonómica por la D.A.
5.ª.2 del Real Decreto-ley 8/2023. Al final de este capítulo se analizarán los
aspectos esenciales de este impuesto, regulado, con carácter general, mediante
una mera remisión a la ley del Impuesto sobre el Patrimonio, del que puede
decirse, por ello, que constituye una réplica coherente con su carácter comple-
mentario.

Dado que la cuota del ITSGF es deducible la que haya satisfecho el contri-
buyente por su IP durante el ejercicio, dicho impuesto ha afectado principal-
mente a aquellas CC.AA. que, por un lado, tenían menores tarifas del IP que la
estatal, y, por otro, contaban con mínimos exentos y bonificaciones más eleva-
das. De ahí que, tras la convalidación de este ITSGF por la doctrina del Tribunal
Constitucional, hayan sido estas las que, para evitar que la recaudación acabara
engrosando las arcas estatales, han aprobado disposiciones para elevar el IP que
deben abonar sus propios contribuyentes de la CC.AA., renunciando a sus reba-
jas anteriormente vigentes en la medida determinada por dicho gravamen.

FUNCIONES

El Impuesto sobre el Patrimonio se introdujo en nuestro ordenamiento con
un carácter excepcional —de ahí su denominación original de extraordinario—,
pero, tras comprobar la utilidad que tenía en relación con la gestión de otros
impuestos, acabó por adquirir carta de naturaleza, a pesar de la limitada recau-
dación que conllevaba.

Las funciones que el Impuesto está llamado a cumplir son las siguientes:
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se había venido prorrogado su exigibilidad, año tras año, retrasándose la efecti-
vidad de la bonificación del 100 por 100, sin que llegara a entrar en vigor.



1.ª Someter a tributación una especial manifestación de capacidad económica
como es el patrimonio de las personas físicas, que es una exigencia de los prin-
cipios de generalidad y de progresividad que, de no existir esta modalidad de
impuesto, no sería objeto de gravamen. La mera existencia de un patrimonio
personal es susceptible de someterse a gravamen con absoluta independencia
de las rentas que puedan obtener sus titulares como resultado de su explotación
productiva.

2.ª La segunda se debe a su carácter complementario respecto de la imposición
personal sobre la renta. En este sentido, la doctrina le asigna la virtud de discri-
minar positivamente determinados tipos de rendimientos en atención a su origen
o fuente. Es decir, el impuesto permite elevar la tributación de las rentas pro-
cedentes del capital respecto de las del trabajo. Su inexistencia equipararía la
tributación de las rentas del trabajo a las del capital, haciéndolas merecedoras
de la misma consideración.

3.ª La tercera sitúa a este Impuesto en un lugar preferente en el contexto
de facilitar la gestión tributaria en el ámbito de la imposición directa. Nos refe-
rimos, concretamente, a la misión de control que tiene encomendada como auxi-
liar de la gestión tributaria, especialmente en la lucha contra el fraude fiscal.

4.ª Finalmente, el Impuesto sobre el Patrimonio debe ser considerado como
referente para todos aquellos impuestos que, para cuantificar sus bases imponi-
bles, se remiten necesariamente al concepto del valor de los bienes o derechos
de que sea titular el sujeto pasivo. Como en su momento examinaremos, este
concepto es uno de los ejes de este tributo.
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En esta misma línea, determinados impuestos sobre el patrimonio personal
deben cumplir con objetivos de concretas políticas fiscales que los Estados quie-
ren desarrollar. Tal es el caso del impuesto francés «sobre las grandes fortunas»,
cuyo nombre es significativo de su contenido y funciones.

Ésta fue una de las razones que motivaron la introducción de la figura en la
reforma fiscal de 1977, al generar información que permitía una mejor gestión de
otros impuestos, fundamentalmente los que gravan la renta.

Por citar algún ejemplo, mencionaremos la importante conexión que posee res-
pecto de la gestión del IRPF, en tanto que el impuesto sobre el patrimonio sumi-
nistra la información necesaria sobre el conjunto de elementos patrimoniales que,
por tener contenido económico, son susceptibles de producir rendimientos del
capital o de actividades empresariales o profesionales. A estos efectos, la articu-
lación entre esta figura y el concepto de ganancias patrimoniales no justificadas
es fundamental. Asimismo, tiene una necesaria conexión con otros tributos como
el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, contribuyendo a que este Impuesto
realice su misión de ser la figura de cierre de la imposición directa.

La base imponible contiene una serie reglas de valoración de los bienes y dere-
chos que forman parte de su objeto, que son de extraordinaria utilidad. También



II.

Hasta tal punto es así que el valor fijado por el Impuesto se considera como
valor mínimo en otros impuestos, cuya declaración exime de responsabilidad al
sujeto pasivo.

NATURALEZA Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

El Impuesto sobre el Patrimonio es un impuesto directo, de naturaleza per-
sonal y carácter objetivo, que grava de forma progresiva el patrimonio neto de las
personas físicas, y cuya regulación comparten parcialmente, el Estado y las Comu-
nidades Autónomas.

El impuesto aspira a gravar la capacidad económica del contribuyente, mani-
festada por la tenencia de su patrimonio neto, que es el conjunto de bienes y derechos
de contenido económico de que sea titular el contribuyente, con deducción de las
cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obliga-
ciones personales de las que deba responder —art. 1, segundo párrafo de la Ley—.

La naturaleza personal del impuesto se pone de manifiesto en que lo que se
grava no es un mero elemento patrimonial o conjunto de ellos —como podría
ocurrir en un impuesto real—, sino que se sujetan todos los elementos que
pertenecen al contribuyente. El patrimonio neto adquiere relevancia objetiva
en cuanto pertenece a un mismo sujeto.
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es importante porque en la normativa del Impuesto se delimitan instituciones a
efectos fiscales, como, por ejemplo, la empresa familiar, sin cuya regulación y
detalle sería impensable aplicar los incentivos fiscales previstos en otros tributos
—fundamentalmente en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones o en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas—.

En relación con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el artículo 18.4 de
la Ley 29/1987, del 18 de diciembre, reguladora de este tributo, establece que no
se aplicará sanción sobre la parte de cuota que corresponda al mayor valor obte-
nido en la comprobación sobre el declarado cuando el sujeto pasivo se hubiere
ajustado en su declaración a las reglas de valoración establecidas en el Impuesto
sobre el Patrimonio Neto.

Previsión similar a la establecida respecto al Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados por el art. 92.2 del RD 828/1995,
de 29 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de este gravamen, que ordena
lo siguiente: «No se aplicará sanción como consecuencia del mayor valor obtenido
de la comprobación cuando el sujeto pasivo hubiese declarado como valor de los
bienes el que resulte de la aplicación de la regla correspondiente del Impuesto
sobre el Patrimonio o uno superior».

De acuerdo con el carácter complementario al IRPF que inspira el impuesto, el
Impuesto sobre el patrimonio fue concebido en 1977 como un tributo de grupo,
que gravaba el patrimonio de los sujetos integrados en la misma unidad familiar.
La sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de febrero de 1989, aunque no se



Contrasta esta naturaleza personal con el alcance ilimitado de la responsa-
bilidad por el impago de estas deudas impositivas, comprometiendo los bienes
gananciales de los contribuyentes. Según el artículo 34 de la Ley, las deudas
tributarias por el Impuesto sobre el Patrimonio tendrán la misma consideración
que las referidas en el artículo 1365 del Código Civil y, en consecuencia, los bienes
gananciales responderán directamente frente a la Hacienda Pública por ellas.

El carácter objetivo se pone de manifiesto en el hecho de que no se toman
en consideración las circunstancias personales y familiares del contribuyente.

El Impuesto sobre el Patrimonio es un impuesto progresivo. Característica
que se manifiesta en su fundamento y justificación, ya que su mera existencia
permite gravar el capital como manifestación de capacidad económica específica,
discriminándose favorablemente las rentas del trabajo frente a las que provienen
del capital.

Esa progresividad puede apreciarse en tres notas, que comparte el tributo
con el IRPF: a) la existencia de una reducción en la base imponible, que provoca
una disminución del valor del patrimonio que se somete a gravamen, disminu-
yendo el efecto del tipo de gravamen sobre la capacidad económica gravada; b)
en que la alícuota —o tipo de gravamen—, que se agrupa en una tarifa de importe
muy reducido —oscila entre el 0,2 y el 3,5%— aumenta a medida que aumenta
la renta sometida a tributación y c) en la exención de determinados bienes del
contribuyente que, por las finalidades a que sirven —fomento de los sistemas
de previsión social, conservación y mantenimiento de las empresas familiares,
protección de la vivienda, etc.—, no se someten a tributación.
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pronunció directamente sobre el tributo, sí que eliminó cualquier vestigio de
acumulación del patrimonio familiar a efectos de someterlo a gravamen en el
impuesto, obligando a adaptar la estructura del impuesto a su carácter personal.
Esta sentencia exigió una nueva regulación del Impuesto, donde se hizo desapa-
recer toda referencia a la unidad familiar, a diferencia de lo que ocurrió con el
IRPF, respecto del que se mantuvo la posibilidad de la tributación conjunta de la
unidad familiar.

Resultan de aplicación cuantas críticas se han formulado al régimen de respon-
sabilidad patrimonial del IRPF, previsto en el art. 106 de la Ley del IRPF.

La previsión de un mínimo exento no le añade caracteres que subjetivicen,
siquiera sea mínimamente, el tributo. Obsérvese cómo todos, hasta los no resi-
dentes incluso, tienen derecho al mínimo, con independencia de su patrimonio y
de las circunstancias personales y familiares que tengan. Debe señalarse, no obs-
tante, que la normativa de algunas CCAA contempla un mínimo exento incre-
mentado aplicable por los contribuyentes que acrediten determinado grado de
discapacidad (Andalucía, Extremadura y Comunidad Valenciana).

La progresividad, sin embargo, tiene un severo correctivo, al menos para los
contribuyentes residentes. El legislador no pretende obligar al contribuyente,



El Impuesto sobre el Patrimonio es un impuesto totalmente cedido a las
Comunidades Autónomas respecto a su recaudación y parcialmente cedido respecto
a las competencias normativas que éstas pueden asumir. Cedido totalmente res-
pecto al rendimiento generado por el mismo, ya que corresponderá a éstas el
importe de la recaudación líquida del impuesto producido en su territorio,
entendiéndose como tal el que corresponda a aquellos sujetos pasivos que ten-
gan su residencia habitual en el territorio de la Comunidad.

Parcialmente cedido por cuanto las Comunidades Autónomas pueden asumir
competencias normativas sobre tres elementos (art. 47 Ley 22/2009): a) el
mínimo exento; b) los tipos de gravamen y c) las deducciones y bonificaciones
de la cuota, cuya aplicación será compatible con las establecidas en la normativa
estatal reguladora del impuesto, no podrán suponer una modificación de las
mismas y se aplicarán con posterioridad a las reguladas por la normativa del
Estado.

El Impuesto sobre el Patrimonio tiene vigencia en todo el territorio español,
aunque en el País Vasco y Navarra rijan los regímenes tributarios forales de
Concierto y Convenio Económico, respectivamente, de acuerdo con lo establecido
en la Constitución.
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titular de un gran patrimonio pero carente de rentas, a que venda bienes para
atender el pago del tributo. De ahí que haya limitado el importe de la cuota a pagar
por este impuesto y la del IRPF, impidiendo que su importe exceda del 60 por
100 de la parte general de la base imponible, es decir, de lo que representa la
renta disponible generada durante el ejercicio —art. 31 Ley—.

Según dispone el artículo 45 de la Ley 22/2009, la titularidad de las competencias
normativas y de aplicación de los tributos cuyo rendimiento se cede a las Comuni-
dades Autónomas, de la potestad sancionadora, así como la revisión de los actos
dictados en ejercicio de las competencias citadas, corresponde al Estado.

Cada uno de estos tres elementos funciona de forma distinta. Así como el mínimo
exento y los tipos de gravamen previstos en la Ley del Impuesto deberán apli-
carse cuando la Comunidad Autónoma no haya aprobado uno específico, las
deducciones y bonificaciones se aplicarán conjuntamente, esto es, primero las
estatales y, después, en su caso, las establecidas por la normativa de las CC AA.

En el País Vasco, la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco configura al Impuesto
sobre el Patrimonio como un tributo concertado de normativa autónoma, cuya
exacción corresponde a la Diputación Foral competente de los Territorios His-
tóricos o por el Estado, en función de que el contribuyente del mismo esté sujeto
por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas a una u otra Administra-
ción, con independencia del territorio donde radiquen los elementos patrimonia-
les objeto de tributación. Tratándose de sujetos pasivos por obligación real de
contribuir, la exacción del Impuesto corresponderá a las Diputaciones Forales
cuando el mayor valor de los bienes y derechos radique en territorio vasco. La



III.

A)

Por último, debe tenerse en cuenta la vigencia de los Tratados y Convenios
Internacionales firmados por España para prevenir la doble imposición del
Impuesto sobre el Patrimonio, pues, una vez publicados, habrán pasado a formar
parte de nuestro ordenamiento interno.

HECHO IMPONIBLE

CONCEPTO

El hecho imponible —art. 3 Ley— es la titularidad por el sujeto pasivo, en
el momento de devengo, del patrimonio neto. Patrimonio neto que representa el
objeto de gravamen y que se integra por el conjunto de bienes y derechos de
contenido económico de que sea titular el contribuyente, con deducción de las
cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obliga-
ciones personales de las que deba responder.

Tres son los caracteres que tiene el presupuesto de hecho cuya realización
determina el nacimiento de la obligación tributaria. Caracteres que, en todo
caso, tienen en común el ser atributos del presupuesto de la titularidad de los
bienes, derechos, cargas, gravámenes, deudas y obligaciones, que es la caracterís-
tica fundamental del impuesto. Dichos caracteres son: a) el titular ha de ser la
persona física; b) su objeto es el patrimonio neto y c) el momento en que debe
apreciarse la titularidad es el del devengo del impuesto.

Tal es la importancia de la titularidad que el legislador ha dedicado un pre-
cepto —el 7 de la Ley— para regular su atribución. A tal efecto, se ordena que
los bienes y derechos se atribuyan a los sujetos pasivos según las normas sobre
titularidad jurídica aplicables en cada caso y en función de las pruebas aportadas
por aquéllos o las descubiertas por la Administración.

Capítulo VII. Impuesto sobre el Patrimonio e Impuesto Temporal de Solidaridad ...

515

regulación deberá respetar los límites de la Constitución, el Estatuto de Auto-
nomía y los principios previstos en aquella norma. En Navarra, el Convenio Eco-
nómico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, aprobado por Ley
28/1990, de 26 de diciembre, establece criterios análogos.

Las Leyes 1/1995 y 2/1995, de 13 de marzo, que aprueban, respectivamente, el
Estatuto de Autonomía de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, prevén la
posibilidad de que el Estado pueda cederles tributos estatales, con el alcance y
en los términos determinados en una ley específica, que sin duda será la Ley
22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de
las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de
Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

Pueden consultarse los citados en esta misma obra en el capítulo del IRPF, ya
que los Tratados y Convenios que previenen la doble imposición en el Impuesto
sobre el Patrimonio, se han suscrito, la mayoría de las veces, a la vez que los que
la previenen en el ámbito del IRPF.



La presente obra lleva a cabo el examen riguroso del régimen jurídico al que se encuentran 
sometidos  los diferentes tributos que conforman los sistemas estatal, autonómico y local en 
España, incorporando, a tal fin, numerosos ejemplos y cuadros sinópticos, todo ello con la finali-
dad de lograr una mayor claridad de exposición.

En esta edición se ha realizado un esfuerzo especial para incorporar las novedades aprobadas 
por las disposiciones con rango de ley aprobadas desde la edición anterior. Con todo ello, se 
pretende facilitar la resolución de los problemas de aplicación de los tributos a los que se deben 
enfrentar no solo los estudiantes universitarios, sino también los funcionarios, los jueces y los 
profesionales dedicados al asesoramiento fiscal.




